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“Hace falta cuidar los lugares comunes, los marcos visuales y los hitos urbanos que 
acrecientan nuestro sentido de pertenencia, nuestra sensación de arraigo, nuestro 

sentimiento de “estar en casa” dentro de la ciudad que nos contiene y nos une.”  
Francisco. Carta Encíclica Laudato Si´ 

  
“Allí donde la propiedad triunfa…la comunidad tiende a desaparecer…” 

Lefebvre H. De lo rural a lo urbano. 
 

 “Mucho se ha escrito sobre el tema de la función social de la propiedad, aunque 
con resultados prácticos escasamente aprovechables.” 

Carrasco Perera Á. Derecho civil.  
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I. Ciudad 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                   
1OSTROM, E. El gobierno de los bienes comunes. La evolución 
de las instituciones de acción colectiva. 2ª Edición. ed. México: 
Fondo de Cultura Económica, 2015.  

¿Quién hace cuidad? O mejor dicho… ¿Quién 
tiene “derecho” a hacer ciudad? Repasemos –
una vez más- el esquema o modos de relación 
que se dan en la producción de lo urbano. En 
dicho esquema se imbrica una relación entre 
numerosos procesos en los cuales, en cada uno 
de ellos suele estar implicando un determinado 
agente específico –división del trabajo-. De esta 
manera encontramos cómo el suelo urbano está 
conformado por una suerte de “trencadis” 
basado en la propiedad del mismo. Estas 
múltiples parcelas y terrenos que conforman la 
ciudad –y lo que es susceptible de serlo aún no 
siéndolo todavía- fragmentan la continuidad del 
territorio en base a unos límites intangibles que 
sólo podemos observar mediante herramientas 
específicas –catastro-.  
 
Sobre la continuidad territorial y la propiedad 
fragmentada de múltiples agentes, se cierne la 
regulación urbanística correspondiente. Esta 
suele tener una estructura multicapa: una 
yuxtaposición de normativas en base a las 
distintas escalas administrativas –regulación 
territorial- y competencias –regulación sectorial- 
distribuidas que genera una gran complejidad. 
Así encontramos cómo existen directivas, 
recomendaciones, leyes y normativas que 
provienen desde instancias globales y 
trasnacionales –ONU, UE- hasta las escalas 
nacionales, autonómicas, provinciales y 
municipales. Todo este palimpsesto regulatorio 
es propicio para que la gran mayoría de 
personas sienta vértigo ante su presencia –y no 
digamos su interpretación o aplicación-, 
haciendo de perfecto caldo de cultivo para 
diferentes experticias –abogados, arquitectos, 
urbanistas…- 
 
Precisamente son éstos últimos los que se 
encargan del “diseño” de la ciudad. La aplicación 

“Las reglas institucionales son declaraciones prescriptivas que 
prohíben, requieren o permiten algunas acciones o resultados. 
Uno de estos tres operadores deónticos –prohibir, requerir, 

de la regulación urbanística posee numerosos 
instrumentos de planificación y gestión del suelo 
urbano –y urbanizable- que se traducen en los 
tres operadores deónticos: lo que se permite, lo 
que se prohíbe, lo que se restringe 1 . Así la 
regulación se concreta en cada porción 
territorial en base a su instrumento específico de 
planificación, calificando y cualificando el espacio 
sobre el que se hace ciudad. Los instrumentos 
reguladores son definidos por los expertos 
anteriormente citados –muchos abogados, 
menos arquitectos-urbanistas, pocos geógrafos- 
y se conforman en los distintos planes de 
aplicación legal –PGOUM, POM, NN.SS., PAU, 
PE, PP, PERI, ARI…- 
 
Al cruzar la trama propietaria con la trama 
regulatoria entendemos lo que cada uno  puede 
hacer en la ciudad. Propietarios de toda índole y 
condición mirarán ávidos a la regulación 
existente que afecta su propiedad para saber si 
pueden o no hacer ciudad –en dicho momento-
. En caso de que puedan hacer ciudad sabrán 
qué tipo de ciudad pueden hacer –residencial, 
comercial, terciario, dotacional, 
infraestructural…-. También sabrán cuánto de 
ciudad podrán ejecutar –ocupación, 
edificabilidad, número de plantas…- Finalmente 
sabrán cómo debe ser la morfología de esa 
ciudad –retranqueos, patios, frentes, accesos, 
acometidas, luces, superficies, distribuciones…- 
 
Con toda esta información clarificada, y con la 
potestad que otorga el derecho de propiedad, 
el propietario ya puede comenzar a desarrollar 
su aportación particular a lo urbano. 
Primeramente deberá encontrar los recursos 
necesarios para llevar a cabo la inversión 
planteada ya que, por lo general, éstos implican 
grandes cuantías de dinero que no tienen 
porqué estar disponibles para el propietario 

permitir- debe estar contenido en una declaración, a fin de que 
llegue a ser considerado como una regla.” p245 
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por el mero hecho de serlo. La obtención de 
dichos recursos –la financiación- y la puesta en 
marcha del proceso urbanizador implica la 
promoción del mismo, bien sea por el 
propietario, bien sea por otro agente que 
dispone de los recursos y el conocimiento 
financiero para ello. 
 
Lo habitual es que el propietario disponga de un 
arquitecto –a veces también un abogado- que 
estudie la normativa y realice un diseño en base 
a la misma, que maximice la capacidad permitida 
o tolerada por la misma. El proyecto conformado 
reunirá distintas condiciones para que el 
producto resultante cumpla con las distintas 
condiciones, a saber: que sea legal, que posea 
los mayores aprovechamientos dentro de sus 
estándares urbanísticos, que sea bello, que sea 
económico, que sea rápido de ejecución, que 
sea funcional para el desarrollo de los programas 
y actividades que en él se prevé desarrollar, que 
posea una imagen determinada, etc. 
 
A continuación el proyecto debe materializarse 
en base a su construcción. En este proceso 
suelen participar otro tipo de agentes –
constructoras- que ejecutan el proyecto previsto 
en base a sus directrices, gestionando los 
recursos económicos, el tiempo y las múltiples 
contingencias de un proceso dificultoso y arduo.  
 
Finalmente, toda vez que lo urbano se encuentra 
materializado, encontramos los últimos aspectos 
de esta cadena: la gestión de dicho producto. En 
este caso esto se traduce en los agentes que 
ocupan, viven, usan o trabajan en dichos 
espacios, así como los agentes que gestionan los 
bienes producidos –inmuebles- ya sea mediante 
su alquiler, venta, explotación, etc. 
 
Por tanto el proceso de producción de ciudad 
implica numerosos procesos y condiciones que 
deben darse de una forma más o menos 
coordinada. La propiedad, la regulación, la 
promoción, la financiación, la proyección, la 
construcción y la gestión de lo urbano poseen 

                                                   
2 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“En sentido estricto, el derecho de propiedad es el derecho 
subjetivo patrimonial que tiene por objeto una cosa corporal 
(v.gr., finca) o incorporal (inventos industriales, marcas, creaciones 
individuales, créditos, etc.) y que se caracteriza por ser el derecho 
más amplio de los posibles que eventualmente concurren sobre 
la cosa, y que se conoce con el nombre de dominio.” P 298 
 
3 Idídem 
“Con ello no se quiere decir que la protección del derecho de 
propiedad sea “condicionada”. El ordenamiento no protege el 
derecho de propiedad bajo la condición de que en el uso de la 
cosa realice o satisfaga su propietario una función social […] La 
propiedad privada es un modo de satisfacción del egoísmo, que 
merece protección constitucional desde el momento en que se 
entiende que esta búsqueda es un modo de conseguir la 

numerosos modos de relación, ya que cada uno 
de los procesos alberga varias variables que, al 
combinarse entre ellas, producen la infinidad 
casuística en los procedimientos urbanos que se 
dan en nuestras ciudades.  
 
De esta forma cada proceso puede estar 
asociado a un agente diferente –propietario, 
legislador, promotor, financiador, diseñador, 
constructor, gestor- pero puede ser que un 
mismo agente abarque varios procesos –la 
promoción y la construcción, la propiedad y la 
gestión, el diseño y la construcción…-. Incluso 
pueda darse el caso de que un mismo agente 
pueda acometer casi en su totalidad el conjunto 
de procesos planteados. Dentro de los tipos de 
agentes podemos encontrar numerosas 
tipologías: particulares, administraciones 
públicas, empresas, entidades financieras, fondos 
de inversión, etc. Además los mecanismos de 
concertación y contratación de los distintos 
procesos pueden establecerse de múltiples 
modos –concurso público, contratación, cesión, 
permuta, préstamo, compensación, inversión, 
etc.- Y por supuesto la propia conformación de 
la producción material en base a la propiedad, 
el diseño y la construcción –territorio o parcela, 
proyecto urbanístico o arquitectónico y 
desarrollo del mismo- hace que lo urbano sea 
resultado de una gran complejidad 
procedimental que implica numerosos sectores 
y agentes en el mismo. 
 
Una vez descrito a –muy- grandes rasgos el 
proceso de conformación de lo urbano 
repetimos la pregunta inicial: ¿Quién hace 
ciudad?, o mejor dicho ¿Quién tiene derecho 
de hacer ciudad?. Si repasamos el esquema 
anterior encontramos cómo existen múltiples 
agentes implicados en numerosas tareas 
diferenciados pero es claro que toda esta 
secuencia posee un estatuto –y agente 
asociado- ineludible: la propiedad 2  –y el 
propietario-. Es el propietario del suelo el que 
posee la “llave” para desencadenar el proceso 
de producción urbana. Si, es claro que este 

eficiencia y la justicia […] a través del mercado (art. 38 CE), y un 
recurso a través del cual las personas pueden desarrollar su 
personalidad sin sumisión a valores, patrones u “objetivos” 
colectivamente impuestos (art. 10 CE). En este orden de cosas, la 
función social de la propiedad es una técnica entre otras para 
resolver controversias privadas en situación de incertidumbre de 
reglas aplicables, igual que pueda serlo la buena fe.” P 302 
 
4 	Aguilera Vaqués M. Propiedad y medio ambiente (límites 
constitucionales a la regulación de la propiedad privada. especial 
consideración a los aspectos medioambientales). In: Carrasco 
Durán M, Pérez Royo FJ, Urías Martínez J, Terol Becerra MJ, eds. 
Derecho constitucional para el siglo XXI : Actas del VIII congreso 
iberoamericano de derecho constitucional. Editorial Aranzadi ed. 
España: ; 2006.	
“La regulación del derecho de propiedad no es neutral, su 
aplicación afectará a la redistribución de la riqueza. Lo que debe 

derecho está absolutamente mediatizado por la 
regulación existente3, pero aún así si el derecho 
de propiedad no se ejecuta –se pone en 
marcha- lo urbano no se produce –en acto- y 
queda latente o en potencia. 
 
Esta cuestión es muy clara en el Derecho 
Urbanístico. La propiedad es el estatuto 
principal, primero, y estructural para la 
producción de ciudad. De hecho la propiedad 
es el estatuto básico de todo nuestro sistema 
político-democrático y económico-(neo)liberal. 
La propiedad, como ha sido discutido por los 
grandes teóricos de la misma –Hobbes, Locke, 
Rousseau, Tucker, Marx, Rawls, Nozick, 
Schumpeter, Rand…-  es, en la mayoría de las 
ocasiones una condición prepolítica. Esto 
significa que el derecho de propiedad es una 
condición adquirida –en base al trabajo, a la 
herencia, a la conquista, a la compra, a la 
apropiación…- que se presenta a sí misma de 
forma incuestionable, indiscutible, insoslayable, 
inalienable. La condición de propiedad es previa 
al debate político, al sistema implantado, a las 
condiciones de regulación y legislación y por 
tanto no forma parte del corpus a definir 
políticamente sino que se encuentra predefinida 
y conserva su estatuto a lo largo de las 
modificaciones políticas y económicas que se 
implementan. 
 
Esta condición axial de la propiedad prepolítica 
posee su correlato en lo urbano y por tanto 
define -de forma regulado junto al 
planeamiento-  la producción de ciudad. El 
propietario de la tierra o suelo susceptible de 
hacer ciudad –suelo urbanizable- es el agente 
desencadenante del proceso de producción 
urbana. Su estatuto regulado de propiedad 
sobre el suelo prevalece frente a otros aspectos 
de lo urbano –económicos, sociales, culturales, 
medioambientales, demográficos…- y los 
criterios, regulaciones, recomendaciones y 
contribuciones que pueden llegar desde el 
“exterior” a su condición de propietario de 
ningún modo pueden doblegar el derecho de 
propiedad legítimo y su capacidad de decisión 
sobre lo que en dicha propiedad acaece4. 
 
Las lógicas imperantes en las ciudades suelen ser 
las económicas y financieras –no las únicas pero 
las hegemónicas- Bajo el criterio económico el 
suelo se trata como un bien que posee un valor 
y una demanda efectiva asociada al futuro 
desarrollo del mismo para la producción de 
bienes inmuebles que serán ofertados en forma 
de viviendas, oficinas, hoteles, comercios, etc. Los 
propietarios estudiarán muy mucho las distintas 
tensiones que condicionan el desarrollo de su 
propiedad: condiciones de carácter más 
estructural –superficie, localización, legislación, 

uno preguntarse es: ¿ese desarrollo va a realizarse a costa de los 
propietarios o pagando todos a través de los instrumentos 
fiscales? La delimitación del derecho de propiedad supone 
optar por un sistema de desarrollo concreto en el que los que 
pagan son los propietarios y será constitucional mientras el 
contenido esencial del derecho de propiedad no quede del 
todo eliminado y se tengan en cuenta asimismo otros criterios 
constitucionales. El artículo 33 de la Constitución reconoce la 
propiedad privada, pero no la define. Ahora bien, que no exista 
una definición constitucional de propiedad no implica que no 
haya unas referencias constitucionales que guíen la delimitación 
de su contenido. La Constitución reconoce un marco conceptual 
del derecho de propiedad previo a la Constitución.” P4 
 

    
DERECHO DE 
PROPIEDAD 

DERECHO A  
HACER CIUDAD 

DERECHO A  
LA CIUDAD 

Global ONU D.U.D.H.   Nueva Agenda Urbana 

Unión UE Constitución UE   ETE 

País ESP Constitución Española Ley del Suelo EESUL 

CC.AA CAM   Ley de Urbanismo   

Ciudad MAD PGOUM Ordenanzas municipales   
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inversión…- y otras de carácter más coyuntural –
demanda, oportunidad, conectividad, 
expectativas, competidores…- El sumatorio de 
condiciones estratégicas y tácticas, junto a la 
posibilidad real de conformar los recursos y el 
equipo para el desarrollo del plan, hará efectiva 
la producción de ciudad, en base a las lógicas 
hegemónicas –retorno de inversión, plazo de 
amortización, lucro, posicionamiento global, 
prácticas monopolísticas, etc.…-, o bien 
mantener dicha propiedad cercada y cerrada a 
la espera de mejores condiciones para la misma.5 
 
Frente a dichas lógicas económicas la propia 
regulación –establecida por las distintas 
administraciones públicas- procura mitigar, 
disuadir o recomendar otro tipo de actuaciones, 
o al menos limitar o compensar los desarrollos 
deseados con toda suerte de retornos a lo 
común, necesarios para la movilidad, la 
accesibilidad, el recreo, la multifuncionalidad, la 
articulación territorial y social, etc. Bien es cierto 
que uno de los principales propietarios de suelo 
es la propia administración pública, en sus 
diferentes escalaridades –estado, comunidad 
autónoma, municipio-. Esto permite, por 
ejemplo, que el suelo de titularidad municipal 
pueda desarrollar ciudad en base a las 
necesidades detectadas de lo público y el 
interés general, apoyo a minorías, colectivos 
vulnerables o personas en riesgo de exclusión 
social, ya que su titular –la administración- vela 
por el equilibrio territorial, el acceso a la vivienda 
y dotaciones básicas –educación, sanidad, 
servicios sociales, deporte, cultura, actividad 
económica, infraestructuras, etc.- todas ellas 
cuestionadas ante la privatización de los servicios. 
 
Pero el derecho de propiedad posee, como 
indicamos, algunas características propias que 
hacen de su articulación con la ciudad un reto en 
ocasiones insalvable. Por un lado la propiedad 
fragmenta el territorio como si de un vidrio 
estallado se tratase. El territorio posee una 
estructura continua y una geografía determinada. 
La topografía, los ríos, las montañas, los vientos, 
las masas verdes, la flora y fauna, el soleamiento, 
los corredores naturales, el tipo de suelo, la 
fertilidad de la tierra y tantas otras cuestiones se 

                                                   
5 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“El CC dice que el propietario (de una finca) puede cerrarla y 
cercarla (art. 388). Pero ello no es más que la concreción de la 
facultad de exclusión, que corresponde a todo derecho de 
propiedad en sentido amplio” P 299 
	
6 Fernández Rodríguez T. Manual de derecho urbanístico. 23ª 
ed. Pamplona: Thomson Reuters; 2014:254. 
“El propietario de suelo obtiene por el solo hecho de serlo, sin 
añadir actividad ni soportar riesgo alguno, un beneficio 
importantísimo consistente  en el aumento del valor que su suelo 
experimenta al incorporarse a la ciudad a consecuencia de las 
decisiones que sobre el futuro de ésta adopta la comunidad que 
la habita. Ese aumento de valor, no ganado realmente por el 
propietario del suelo, que nada ha hecho por obtenerlo, y que, 
en rigor, se debe única y exclusivamente a la comunidad, debe 
volver a ésta en estricta justicia.” P 30 
	
7	Ibídem	
“La potestad de planeamiento es, por su propia esencia, una 
potestad ampliamente discrecional.  No puede ser de otro 
modo, evidentemente, ya que se trata de una potestad 
conformadora, que pretende configurar el espacio territorial al 
que se refiere y encauzar su desarrollo futuro según un cierto 
modelo que el legislador, desde la perspectiva abstracta y 
general que le es propia, no está, lógicamente, en condiciones 
de formular.” p 103-104 
 
8  Aguilera Vaqués M. Propiedad y medio ambiente (límites 
constitucionales a la regulación de la propiedad privada. especial 
consideración a los aspectos medioambientales). In: Carrasco 
Durán M, Pérez Royo FJ, Urías Martínez J, Terol Becerra MJ, eds. 

discretizan  y fragmentan por una parcelación –
cuantos de propiedad- que dista mucho de ser 
sensible con la continuidad geográfica existente. 
Por otro lado la lógica geográfica del territorio 
se subsume bajo los criterios economicistas y de 
productividad o provecho de la tierra. De esta 
forma aparece una nueva fragmentación y 
segmentación en base a la renta, la capacidad 
adquisitiva, la exclusión, la segregación y la 
zonificación se da lugar debido al modelo de 
ciudad planteada y el acceso al mismo por parte 
de sus habitantes. Finalmente la propia 
regulación y planeamiento, que es capaz de 
“hacer ricos a algunos y dejar pobres a otros”6 –
en base a líneas abstractas trazadas en oficinas 
que definen suelos urbanizable y no 
urbanizables y por tanto quién y quién no 
obtiene plusvalías del suelo 7 -, establece la 
zonificación de la ciudad, los aprovechamientos, 
los usos del suelo, etc.  
 
Debido a todo ello –fragmentación, intereses 
opuestos, zonificación- es casi imposible poder 
conformar elementos comunes a lo urbano, así 
como infraestructuras u otras actuaciones que 
requieren de una visión de conjunto y global 
integrado. Esta potestad la posee la propia 
administración, que es la que debe garantizar 
que la ciudad, su funcionamiento y su 
crecimiento se realice de forma ordenada, 
equilibrada, sostenible, atractiva, justa y 
“habitable”. ¿Pero como hacer posible que el 
derecho de propiedad8 sea compatible con las 
prerrogativas propias que la administración 
debe acometer? Podríamos pensar que la 
administración debería intervenir de forma 
acoplada con el derecho de propiedad: o bien 
actuaria en aquellos terrenos o suelos en los que 
ella misma fuese la propietaria o bien debería 
comprar –o compensar, permutar…- el suelo a 
todos los propietarios implicados en la 
intervención planteada. El primero de los casos 
es muy poco probable y el último podría 
conllevar el rechazo de venta de uno o varios 
propietarios. Incluso en el caso de que todos los 
propietarios del suelo en los cuales se deberá 
intervenir –para hacer una vía de circulación por 
ejemplo, o un parque público- el proceso de 
negociación y compra –o permuta, 

Derecho constitucional para el siglo XXI : Actas del VIII congreso 
iberoamericano de derecho constitucional. Editorial Aranzadi ed. 
España: ; 2006. 
“Así, y a grandes rasgos, respecto el derecho de propiedad 
pueden suceder tres cosas: una, que el propietario se vea 
totalmente excluido de su bien, y en ese caso la doctrina y la 
jurisprudencia entienden, en la gran mayoría de los casos, que 
estamos ante una expropiación; la segunda es que se regule la 
propiedad de tal manera que el propietario sufra una serie de 
limitaciones graves pero sin que se vea excluido del todo del 
contenido económico de su propiedad, entonces, de acuerdo 
con la jurisprudencia española, casi nunca estamos ante una 
expropiación, sino ante una delimitación –“definición”-- del 
derecho de propiedad; o, la tercera cosa que puede suceder es 
que, el propietario siga siendo el titular de su bien pero que –
como dice el profesor Fried (2001)— las limitaciones que se 
impongan a su disfrute sean tan graves que no quede ya ninguna 
alternativa económica útil para el disfrute del bien. En este tercer 
supuesto estaríamos probablemente también ante una 
expropiación.” P 2-3 
	
9 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“En el ámbito del Derecho público, la función social de la 
propiedad es un expediente que permite al legislador delimitar 
normativamente el contenido del dominio sobre cada clase de 
bienes. Es el titulo “competencial” que legitima al legislador para 
incidir en la propiedad privada y es, al mismo tiempo, el 
reconocimiento constitucional de que el legislador es una 
instancia competente para diseñar el régimen y los objetivos de 
la obtención y distribución de la riqueza entre los ciudadanos”. P 
301 
 

compensación…- llevaría tanto esfuerzo, trabajo 
y tiempo que junto a los propios tiempos de 
contratación, diseño, ejecución, duración de las 
legislaturas, etc.… harían del todo imposible la 
efectividad de políticas urbanas eficaces. 
 
Por esta razón aparece un nuevo instrumento 
imprescindible para hacer ciudad: la 
expropiación. La expropiación es una 
prerrogativa propia de la administración pública  
consistente en la obligatoriedad de venta o 
cesión –forzada- de suelo para el “interés 
general” –o función social- 9 . El concepto de 
expropiación es bien interesante ya que esta 
actuación trasciende el derecho central –y 
prepolítico- de propiedad, regulando su 
capacidad de decisión. La expropiación no 
necesita contar con la aprobación del 
propietario para la intervención urbana, sino que 
lo obliga, le “fuerza” a vender la propiedad en 
aras de una actuación que posee un carácter 
común en la articulación social y territorial de la 
ciudad. El propietario no puede sino resignarse 
a ceder su terreno –su propiedad- y esperar una 
indemnización lo más alta posible…o litigar. 
 
La administración, por tanto, posee ahora un 
instrumento que le permite “saltar” el derecho de 
propiedad –antes inalienable- en pos del buen 
funcionamiento urbano y de dicha función 
social10. Esto no es gratuito, como cabe esperar, 
y la administración debe indemnizar a los 
propietarios un precio “justo” –el justiprecio- en 
base a las diferentes concepciones que puedan 
entrar en juego en cada momento. De hecho la 
propia legislación existente puede repercutir 
negativamente en el coste de los terrenos 
expropiados: véase la incidencia de la Ley del 
Suelo y la concepción de suelo urbanizable 
como todo aquel suelo que no es urbano ni no-
urbano11 y el sobrecoste de las expropiaciones 
de los terrenos de las radiales de Madrid al 
aplicar el lucro cesante de un suelo considerado 
urbanizable por los propietarios –que ganaron 
la sentencia- frente al criterio de no urbanizable 
de la propia administración.  
Con todo y con ello, e independientemente del 
coste del justiprecio –la cantidad en la que todos 
indemnizamos a los propietarios- lo que nos 

10  Aguilera Vaqués M. Propiedad y medio ambiente (límites 
constitucionales a la regulación de la propiedad privada. especial 
consideración a los aspectos medioambientales). In: Carrasco 
Durán M, Pérez Royo FJ, Urías Martínez J, Terol Becerra MJ, eds. 
Derecho constitucional para el siglo XXI : Actas del VIII congreso 
iberoamericano de derecho constitucional. Editorial Aranzadi ed. 
España: ; 2006. 
“Asimismo, el derecho de propiedad en España es un derecho 
subjetivo fundamental, sujeto, sin embargo, al requisito de 
atender a su función social. La función social y el interés general 
son instrumentos habilitadores de los poderes públicos para 
introducir políticas de desarrollo y medioambientales y delimitar 
el derecho constitucional de la propiedad privada. […]Es 
importante definir la función social ya que ello permite conocer 
hasta que punto puede regular el legislador la propiedad sin que 
ésta delimitación sea excesiva. Si se concibe un concepto amplio 
de función social entonces podrán imponerse límites importantes 
a la propiedad sin que sea necesario acudir a la figura de la 
expropiación. En cambio, si se optase –cosa que no se ha 
hecho—por un concepto exiguo de función social, entonces, 
muchas de las leyes hoy vigentes en relación a la propiedad se 
hubiesen considerado inconstitucionales por excesivas y por 
desproporcionadas.” P 6 
 
11 Fernández Rodríguez T. Manual de derecho urbanístico. 23ª 
ed. Pamplona: Thomson Reuters; 2014:254.  
“En esta línea se situó luego la LS 6/1998, de 13 de Abril, que 
consideró urbanizable todo el suelo que no estuviera ya 
transformado (urbano) o que por alguna razón especial debiera 
ser apartado de todo proceso de transformación futura (no 
urbanizable).” P 41 
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parece clave es la existencia de un instrumento 
de derecho que deconstruye el derecho 
primordial de propiedad, y es capaz de regular 
la propiedad en base a la función social. La 
expropiación supone un instrumento que 
permite hacer ciudad sin ser propietaria de ella. 
Otorga un derecho a urbanizar apropiándose 
de las propiedades de otros –y 
compensándoles posteriormente- en base a 
criterios distintos a los que las lógicas 
hegemónicas dirigen la compra-venta y/o el 
desarrollo del suelo con objeto de hacer ciudad. 
Por tanto encontramos –esperanzados- como 
existe un derecho a hacer ciudad que no está 
basado en la propiedad, que es exterior a ella, 
pero que sin embargo hace efectiva la ejecución 
y urbanización del suelo con criterios y fines 
políticos  -y con las posible mala praxis asociada, 
como la corrupción-. Un instrumento de 
derecho que permite introducir su carácter 
político –podemos elegir la administración, 
podemos discutir sus actuaciones, podemos 
cuestionar sus decisiones, podemos 
problematizar sus postulados- frente al carácter 
estatutario de la propiedad –“es suyo y puede 
hacer lo que le dé la gana”-.  
 
A ambos lados del concepto de expropiación 
encontramos otros procedimientos que 
comparten una esfera exterior a la del derecho a 
la propiedad, pero que conforman una esfera 
de derecho a urbanizar o hacer ciudad. Entre las 
fórmulas que se encuentran más cercanas a los 
derechos de propiedad de los titulares del suelo 
encontramos la compensación y la 
cooperación12. En la primera los propietarios se 
ven forzados a urbanizar por la administración 
pública pero estos se autogestionan –siendo 
más del 60%- con la propia administración de 
forma que son los propietarios los que 
conforman el proyecto de urbanización, 
reparten cargas, costes y beneficios, ceden las 
vías públicas y los aprovechamientos comunes a 
la administración y ejecutan todo el 
procedimiento constructivo y urbanizador, 
quedando listo para que, según el reparto de 
suelo resultante cada propietario pueda, a su 
vez, edificar con garantías. La cooperación es 
muy similar a la compensación solo que en este 
caso la administración ejecuta las obras y 
posteriormente carga a los propietarios los 
costes de las mismas con un idéntico resultado. 
Lo interesante es remarcar el carácter de 
obligatoriedad que impone la administración 
sobre el derecho de propiedad. 
 
Al otro lado aparece una figura jurídica: el 
denominado agente urbanizador 13 . El agente 
urbanizador es una figura potestativa que “hace 
de” administración, ya que ésta externaliza o 
subroga la sus competencias urbanísticas en un 
agente externo a la propia administración y, por 
supuesto, a los propietarios. La administración 
regula el derecho a urbanizar y debe hacerlo 
pero no posee recursos, tampoco los 
propietarios los tienen en la mayoría de los casos. 
Así el agente urbanizador –normalmente la 

                                                   
12 Fernández Rodríguez T. Manual de derecho urbanístico. 23ª 
ed. Pamplona: Thomson Reuters; 2014:254. 
“Los tres, en cambio, se diferencian por el mayor o menor 
protagonismo de los propietarios en este proceso. El 
protagonismo privado es nulo en el sistema de expropiación, ya 
que al expropiar los terrenos es la propia Administración la que 
asume su titularidad, los urbaniza de acuerdo con el Plan y los 
devuelve […] En el sistema de compensación ocurre 
exactamente lo contrario. Son los propietarios agrupados los que 

conjunción de un financiador, un promotor y/o 
un constructor- posee los recursos necesarios 
para ello y en base a ellos presenta un plan 
urbanizador tanto a propietarios como a la 
administración. Si esta lo aprueba el agente 
urbanizador tiene el derecho de ejecutar dicha 
actuación cobrando a los propietarios los costes 
de la misma –más sus honorarios- en forma de 
dinero, terrenos, viviendas o lo que fuese. Los 
propietarios poco pueden hacer frente a un 
agente constituido legalmente, amparado por la 
legislación y con la aprobación –a veces de 
dudosa legitimidad- de la administración 
correspondiente. En esta ocasión el derecho de 
urbanizar o hacer ciudad del agente urbanizador 
prevalece sobre los derechos de propiedad –
aunque esto ha ido atenuándose en las sucesivas 
modificaciones de la figura legal que rige dicha 
actuación-. 
 
Así podemos conformar una esfera de derecho 
exterior al derecho de propiedad –núcleo- y 
cómo ésta puede actuar sobre la misma de una 
forma exógena, irrumpiendo en la condición 
central y “obligando” a los titulares del suelo a 
desarrollarlo de una u otra forma. Esto se ha 
justificado de múltiples formas: por el interés 
general, para evitar la especulación de los 
propietarios sobre el valor de sus suelos, para 
hacer más operativo y ágil el hacer ciudad, etc. 
Esta segunda esfera –que incluye Expropiación, 
Compensación, Cooperación y  Agente 
Urbanizador- interviene sobre el derecho de 
propiedad desde fuera y constituye un derecho 
a hacer ciudad de facto, singular, ocasional, 
urgente, pero un derecho diferencial, al fin y al 
cabo. El derecho a la propiedad no es absoluto 
ni excluyente, sino que otro derecho –el de 
hacer ciudad o urbanizar- interviene sobre él. 
 
Pero la segunda esfera de derecho sigue 
circunscribiéndose a una lógica economicista en 
la que el suelo –y su desarrollo urbanizador y 
edificatorio- sigue considerándose como un 
bien económico, un producto financiero, una 
inversión provechosa o una forma de ahorro. Si 
excluimos de la esfera exterior la figura de la 
expropiación –que en muchas ocasiones no 
posee como fin último una lógica económica de 
lucro sino la ejecución de infraestructuras, 
dotaciones y equipamientos necesarios para el 
equilibrio social y territorial- las otras tres figuras 
–compensación, cooperación y agente 
urbanizador- siguen estando circunscritas en el 
desarrollo del hacer ciudad sobre terrenos 
urbanizables –las reservas de suelo de cada 
ciudad- con una lógica de maximización de sus 
bienes en otros capitales o explotaciones. Esto 
hace que la expropiación, la actuación más 
intervencionista y cuestionable -alejada del 
concepto de propiedad y de la lógica del 
beneficio de dicha propiedad y de sus 
propietarios- sea un instrumento delicado y 
controvertido, que debe ejercerse de forma 
escrupulosa y sólo en causa de fuerza mayor, ya 
que transgrede la lógica imperante y por tanto 

realizan por sí mismos y a su costa todas las operaciones 
inherentes a la ejecución del planeamiento […] El de 
cooperación, en fin, es un sistema intermedio entre los dos 
citados […]” P 148-149 
 
13 Ibidem.  
“A estos tres sistemas básicos, que la legislación autonómica 
incorporó con variaciones de detalle de las que aquí puede 
prescindirse, la Ley valenciana de 15 de noviembre de 1994 vino 

es discutida legalmente por los afectados –los 
propietarios-. 
 
Dos esferas, la del derecho de propiedad y la 
del derecho a hacer ciudad- que casi en su 
totalidad comparten una visión de desarrollo de 
lo urbano dentro de un esquema de bienes 
inmuebles –terrenos y suelo- que les permite 
obtener grandes beneficios debido a la 
demanda de los mismos –y a todo un sistema 
que compaña como el hipotecario, el impositivo, 
el ideológico, el cultural…-. Si la segunda esfera 
deconstruye el concepto de propiedad pero se 
mantiene en la lógica economicista…¿cómo es 
posible que no exista otra esfera que cuestione 
dicha lógica economicista que ambas 
comparten?  
 
Efectivamente la ciudad es mucho más que una 
serie de parcelas y edificios, su valor de compra-
venta, el desarrollo de nuevos productos 
inmuebles o la cesión obligada de espacios 
públicos y vías de comunicación. La ciudad es un 
conjunto de relaciones sociales, de acceso a 
servicios básicos, de convivencia y vida en 
común, de participación y asociación, de disfrute 
de un espacio compartido, de una calidad de 
vida que se traduce en espacios públicos de 
calidad, de dotaciones básicas, de calidad en la 
movilidad, de acceso a la vivienda, a la sanidad, a 
la educación, a respirar un aire limpio, a poder 
disfrutar de la variedad e inclusión social y 
cultural, de generar una identidad propia y 
compartida, de discutir y cuestionar los sistemas 
existentes y proponer alternativas más justas, más 
éticas, más sostenibles, más inclusivas… 
 

a añadir uno nuevo: la ejecución del plan por un agente 
urbanizador, que no tiene que ser necesariamente propietario 
de terrenos, al que la Administración adjudica un programa de 
actuación determinado por ella adoptado, bien de oficio, bien a 
través de un procedimiento de proyectos en competencia.” P 
150 
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Independientemente de si la construcción 
material de la ciudad –la urbanización- se ejecuta 
por la propiedad de forma regulada –derecho 
de propiedad- o por la intervención exterior de 
la administración a través de cualquiera de los 
cuatro instrumentos exteriores a la misma –
derecho a hacer ciudad- el producto resultante 
nos da un qué, pero no un cómo. De qué nos 
sirve la forma de ejecución en base a uno de los 
dos derechos cuando la ciudad se construye 
desde una visión lejana a la realidad social, en 
despachos expertos, desde planeamientos 
opacos, con beneficios no distribuidos, en base 
a intereses particulares…Una ciudad que no 
incluye los anhelos de la ciudadanía que habita 
dicho espacio, que no puede permitirse 
acceder a las viviendas, que no disfruta de 
suficientes espacios públicos de calidad, que 
sufre una movilidad ineficiente y contamínate, 
que ve como la ciudad se encuentra 
mercantilizada, que no puede participar en su 
constitución y cogestión, que debe resignarse a 
asumir el modelo de ciudad decidido en una 
suerte de despotismo –no siempre ilustrado-. 
Ante esa tesitura bien poco nos importa cuál sea 
el mecanismo de actuación conforme a derecho 
para la producción de ciudad si no se tienen en 
cuenta todas las necesidades que una ciudad 
presenta por su complejidad inherente. 
 
Esta fue una de las razones –sino la principal- de 
que Lefevre acuñara, allá por los años 60, el 
término de “Derecho a la Ciudad”14. Con dicho 
postulado el pensador francés aludía a la 
necesidad de establecer un régimen propio 
para las necesidades que las dinámicas urbanas, 
atendiendo sólo a las lógicas desarrollistas, 
capitalistas y de mercado, dejaban de lado, 
produciendo toda suerte de efectos nocivos en 
la ciudad, como la segregación, la exclusión, los 
desplazamientos, la contaminación, etc. El 
derecho a la ciudad, por tanto, reúne todas 
aquellas cuestiones que forman parte de las 
necesidades ineludibles de una ciudad y su 
ciudadanía por el hecho de compartir un 
espacio, unos servicios y unos bienes, pero que 
no siempre se atienden con la importancia, 
premura o priorización que deberían –y cuyas 
externalidades suelen recaer siempre sobre las 
mismas personas y colectivos-. Estos múltiples 
derechos constituyen un ideario que apunta a 
una ciudad más justa e inclusiva, que respeta a sus 
ciudadanos y que vela por su bienestar y disfrute 

                                                   
14 Lefebvre H. El derecho a la ciudad. 4ª Edición ed. Barcelona: 
Ediciones Península; 1978. 
“El derecho a la ciudad se manifiesta como forma superior de los 
derechos: el derecho a la libertad, a la individualización en la 
socialización, al hábitat y al habitar. El derecho a la obra (a la 
actividad participante) y el derecho a la apropiación (muy 
diferente del derecho a la propiedad) están imbricados en el 
derecho a la ciudad.” P 159 
 
15  Aguilera Vaqués M. Propiedad y medio ambiente (límites 
constitucionales a la regulación de la propiedad privada. especial 
consideración a los aspectos medioambientales). In: Carrasco 
Durán M, Pérez Royo FJ, Urías Martínez J, Terol Becerra MJ, eds. 
Derecho constitucional para el siglo XXI : Actas del VIII congreso 
iberoamericano de derecho constitucional. Editorial Aranzadi ed. 
España: ; 2006. 
“A grandes rasgos entendemos que forman parte de la función 
social del derecho de propiedad urbana el derecho a disfrutar 
de una vivienda digna y adecuada –este derecho además juega 
un papel determinante--, el derecho al medio ambiente, el 
derecho de propiedad de los otros particulares –arrendatarios 
y personas que quieran acceder a una vivienda digna-- y el 
respeto a otros derechos de propiedad […]”. P 7 
 
16 Santo Padre Francisco. Carta Encíclica LAUDATO SI´ 2015. 
“El desafío urgente de proteger nuestra casa común incluye la 
preocupación de unir a toda la familia humana en la búsqueda 
de un desarrollo sostenible e integral, pues sabemos que las 

en comunidad. Y todo ello –en principio- sin 
cuestionar los derechos de propiedad ni de 
hacer ciudad, pero sí atendiendo a una lógica 
inclusiva que armonice el lucro económico y el 
beneficio con cuestiones sociales, 
medioambientales, territoriales, culturales, etc. 
 
El derecho a la vivienda 15 , a la participación 
política, al trabajo, a un medioambiente sano y 
sostenible16, a una gestión abierta, transparente y 
democrática de la ciudad, a la función social de 
la propiedad –bien común sobre el individual-, 
derecho a la igualdad, a la no discriminación, a 
una movilidad sostenible, a un aire limpio, a la 
economía solidaria, a un desarrollo urbano 
equitativo y sostenible, el derecho a la justicia, a 
la convivencia, al asociacionismo, al espacio 
público…todos ellos –y muchos más- conforman 
la constelación de derechos en riesgo en la 
ciudad y que inciden sobre sus ciudadanos de 
forma directa. Una amalgama de vindicaciones 
ciudadanas que se adscriben a ese Derecho a la 
Ciudad17 , que se torna una  suerte de cajón 
desastre difuso, latente, reivindicativo, utópico e 
ideal… 
 
Pero, un momento: ¿Es ese Derecho a la Ciudad 
una utopía o ideal? Repasemos bien algo tan 
“real” como nuestra propia Constitución. Sí, esa 
que en su Artículo 33 reza: “Se reconoce el 
derecho a la propiedad privada y a la herencia” 
–derecho de propiedad- y también “Nadie 
podrá ser privado de sus bienes y derechos sino 
por causa justificada de utilidad pública o interés 
social, mediante la correspondiente 
indemnización y de conformidad con lo 

cosas pueden cambiar.” P12 
 
17  Lefebvre H. Espacio y política. el derecho a la ciudad II. 
Barcelona: Ediciones Península. Serie Universitaria; 1976. 
“El derecho a la ciudad significa, por tanto, la constitución o la 
reconstitución de una unidad espacio-temporal, de una unión en 
vez de una fragmentación. No elimina en absoluto las 
confrontaciones y las luchas. ¡Muy al contrario! P 19 
	
18 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“Junto a esa defensa de la privacidad, también garantiza y 
reconoce la CE en su artículo 33 el “derecho de propiedad 
privada”[…] Ahora bien, lo que se destaca en este precepto, 
frente a lo que ocurre en sede del artículo 10 CE, no es la 
defensa de un ámbito de decisión lícita sin más. La tutela del 
artículo 33 CE no lo es tanto de una libertad de acción positiva 
cuanto de un derecho de exclusión. Lo que la CE tutela aquí es 
que el particular titular de una posición jurídica reconocida por 
el ordenamiento dispone de pretensión lícita de excluir a los 
demás en el uso o provecho de estos bienes.” P 278 
 
19  Cortes Generales. Constitución española. Agencia Estatal 
Boletín Oficial del Estado. 
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-1978-31229.  
Diciembre 1978. 
Artículo 47 

dispuesto por las leyes”. –derecho a hacer 
ciudad, por ejemplo, a través de la expropiación-
. Efectivamente nuestra Constitución consagra los 
derechos expuestos en la primera esfera –la 
propiedad18 y el interés general o función social-
. Pero, ¿qué ocurre con todos los demás 
derechos recogidos en la misma Carta? Si 
repasamos la misma en sus capítulos iniciales 
encontramos el derecho de igualdad -Art. 14-, el 
derecho de libertad –Art. 16 al 20-, derecho de 
participación –Art. 21 al 23.-, derecho a la 
educación –Art. 27-, derecho al trabajo –Art. 35 
y 40-, derecho a la salud –Art. 43-, derecho a la 
cultura –Art. 44-, derecho al medioambiente –
Art. 45-, derecho a la vivienda19 –Art. 47- y así… 
 
¿No son estos derechos recogidos en la 
Constitución los mismos derechos que se 
aglutinan bajo la esfera del Derecho a la Ciudad? 
¿Por qué unos pocos derechos –por no decir el 
único- que es el de propiedad se santifica 20 
mientras que los otros se ignoran, se infligen o se 
excluyen? ¿Por qué en lo urbano encontramos 
dos esferas operativas –derecho a la propiedad 
y derecho a hacer ciudad- y una vindicativa –
Derecho a la Ciudad-? Bueno, la razón para ello 
es muy simple. Así como la regulación urbanística 
traza una línea facultativa y abstracta que divide 
lo urbanizable y lo no-urbanizable, el derecho 
establece una línea imaginaria en el conjunto de 
derechos separándolos en derechos objetivos y 
derechos subjetivos. Los primeros –derechos 
objetivos- constituyen las normas y leyes cuyo 
cumplimiento constituye una obligatoriedad 
ineludible por parte de la ciudadanía. El derecho 
objetivo 21  impone deberes para todos y la 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda 
digna y adecuada. Los poderes públicos promoverán las 
condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes 
para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del 
suelo de acuerdo con el interés general para impedir la 
especulación. La comunidad participará en las plusvalías que 
genere la acción urbanística de los entes públicos. 
	
20 I Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“Naturalmente, cuando la CE garantiza y protege los títulos de 
apropiación sobre bienes, legitimando los derechos de exclusión 
frente a terceros, reconoce consecuentemente que esta 
apropiación individual es deseada por las personas para la 
consecución de determinados objetivos, y que la existencia de 
un derecho de exclusión está puesta al servicio de fines 
individuales y no altruistas. […] Cuando se pone un bien a 
disposición exclusiva de un sujeto, se reconoce la legitimidad de 
la satisfacción del egoísmo propio, y se acepta que esta 
búsqueda de la satisfacción del egoísmo es un valor aceptado y 
promovido por el orden constitucional.” P 279 
	
21 I Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“Derecho subjetivo es un concepto elaborado por 
contraposición. Mientras que el Derecho objetivo es una noción 
que equivale a la de normas jurídicas en general, el derecho 
subjetivo es un poder que el ordenamiento concede a un 
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obligación de cumplirlos. Por otro lado los 
derechos subjetivos suponen aquellos derechos 
a los que “se tiende” –o debería tender- ya que 
son necesidades e intereses reconocidos de 
común acuerdo e inherentes a cada una de 
nosotras 22 . Los derechos subjetivos son 
facultades o potestades de cada uno, pero que 
no poseen su correlato normativo –derecho 
objetivo-. De esta forma todos los derechos 
objetivos estarían basados en derechos 
subjetivos pero no todos los derechos 
subjetivos tendrían su derecho objetivo 
asociado23.  
 
Esta distinción es muy importante porque 
demarca aquellos derechos que constituyen una 
norma aplicable y un deber obligatorio, y 
aquellos a los que debemos tender y procurar 
su efectividad, pero que como no poseen una 
normativa asociada pueden quedar como meros 
horizontes –sino utopías-. Y claro, los derechos 
de primera –los objetivos por su condición de 
obligatoriedad- han caído del lado de la 
propiedad, mientras que los derechos de 
segunda –los potestativos- han caído del lado de 
todo el conjunto de derechos que constituyen 
el Derecho a la Ciudad. Y qué mala suerte que 
la sempiterna distribución de derechos vuelva a 
ser desigual y reproduzca el habitual 10%-90%. 
Y de nuevo qué poca fortuna al “caer” dicho 10% 
en la propiedad –y no en la vivienda, o el trabajo, 
o el medio ambiente…-  Nuevamente el 
conjunto de derechos –tanto individuales como 
urbanos- hemos blindado uno –la propiedad- y 
hemos dejado otros muchos fuera de dicho 
blindaje –vivienda, trabajo, sanidad, educación, 
medio ambiente, participación, igualdad, 
libertad, integración, movilidad, espacio 
público…-.  
 
Sea como fuere el esquema de derechos –
constitucionales y urbanos- establece un 
pequeño núcleo normativo de derechos 

                                                   
individuo, titular en cada caso de los bienes jurídicos, para 
proceder sobre estos bienes en orden a la satisfacción de sus 
propios intereses, excluyendo a los demás.” P 280 
 
22 Ibídem 
“Reconoce el artículo 10 CE que el “libre desarrollo de la 
personalidad” es fundamento del orden político y la paz social. El 
reconocimiento constitucional supone que nuestro sistema 
jurídico acepta la existencia de un ámbito de libertad individual y 
genérica –distinta de las libertades específicas que reconocen los 
preceptos siguientes de la CE-, en virtud de la cual cada particular 
determina libremente sus fines y elige –dentro del orden 
jurídico- los medios para lograrlo. Libre determinación de fines, 
que incorpora el reconocimiento del autogobierno de la 
persona y la titularidad de unas facultades de decisión sobre sí 
mismo y sobre los objetos del mundo exterior, en orden a realizar 
el modelo de realización personal y social que a cada cual le 
apetezca. Es natural, entonces, que al no poder imponerse desde 

objetivos  y una periferia amplísima compuesta 
de un buen número de derechos no menos 
importantes pero que han sido circunscritos a lo 
subjetivo. Nuestro modelo “atómico” de los 
derechos urbanos queda, pues, conformado 
por un centro que pivota alrededor de la 
propiedad, una segunda capa de derechos a 
hacer ciudad que intervienen desde fuera de la 
propiedad pero que conforman derechos 
objetivos y que –en muchas ocasiones- 
comparten las mismas lógicas hegemónicas en el 
modelo de ciudad. Y finalmente una corteza 
compuesta por múltiples capas difusas y 
deshilachadas donde los derechos a todas las 
cuestiones urbanas y ciudadanas no 
contempladas en el núcleo se distribuyen en una 
exterioridad a la que denominamos derecho –
subjetivo- a la ciudad y que reclaman una 
concepción amplia del derecho a la propiedad 
a través de su función social “extendida”24. 
 
Esta última corteza exterior es donde se dan las 
principales tensiones y disputas en la ciudad. Las 
fuerzas centrípetas aglutinadas en el Derecho a 
la Ciudad pretenden la consecución de los 
diversos objetivos planteados bajo esa 
denominación –vivienda, trabajo, movilidad, 
participación, suministros, calidad del 
medioambiente, salud, educación…-. Dichas 
vindicaciones no dejan de estar bajo el amparo 
del interés general y función social o podrían 
estarlo si ésta demarcara una mayor apertura de 
la función pública de la propiedad para dar 
servicio a dichas carencias o anhelos ciudadanos. 
 
Por otro lado otro conjunto de fuerzas 
centrífugas empujan y reprimen dichas 
demandas colectivas, fortaleciendo el derecho a 
la propiedad y dotándole de mayores 
atribuciones y empujes que desplazan, excluyen, 
desahucian, controlan, explotan, deforestan, 
contaminan, condominizan o gentrifican la 
ciudad –pérdida de acceso a la vivienda- , 

fuera a nadie ningún fin, ningún ideal, ningún modelo que no haya 
sido elegido libremente por él mismo, sea necesario reconocer 
la existencia de unos derechos de decisión individual que 
ordenen los medios personales y materiales que han de ponerse 
al servicio de aquel desarrollo de la personalidad. “ P 278 
 
23 Aguilera Vaqués M. Propiedad y medio ambiente (límites 
constitucionales a la regulación de la propiedad privada. 
especial consideración a los aspectos medioambientales). In: 
Carrasco Durán M, Pérez Royo FJ, Urías Martínez J, Terol Becerra 
MJ, eds. Derecho constitucional para el siglo XXI : Actas del VIII 
congreso iberoamericano de derecho constitucional. Editorial 
Aranzadi ed. España: ; 2006. 
“La garantía patrimonial constitucional es un derecho 
fundamental, que va dirigido a asegurar a su titular un área de 
libertad personal en la esfera patrimonial para habilitarlo con el 
fin de que pueda asumir responsabilidad para el desarrollo libre 
y la organización de su propia vida dentro del contexto legal y 

relegando la necesidades colectivas a los 
márgenes y subordinándolas frente al poder de 
la propiedad, el interés económica, el lucro, la 
plusvalía, la especulación o la elitización. 
 
El Derecho a la Ciudad y la gentrificación son los 
dos grandes conjuntos de fuerzas que disputan 
una tierra intermedia en la defensa y expansión 
de la propiedad como elemento prepolítico y la 
disposición de ésta a su función social, y por 
tanto la merma de su plenipotencia en aras de 
lograr nuevas cotas de accesibilidad, 
participación y producción urbana. A pesar de 
que el Derecho a la Ciudad así entendido es un 
término presente de forma constante en el 
debate de lo urbano –incluido, incluso en la 
Nueva Agenda Urbana de Hábitat III-, lo cierto 
es que los fenómenos de gentrificación y 
asociados –control, exclusión…- se dan de forma 
directa y velada en cada una de nuestras 
ciudades, desplazando poblaciones autóctonas, 
aumentado los precios de las viviendas, 
sustituyendo a los habitantes locales, 
comercializando el espacio público, 
mercantilizando las fachadas, calles y plazas, 
restringiendo el acceso y la movilidad universal, 
zonificando y estableciendo guettos… 
 
Una disputa no resuelta hasta la fecha y en 
ocasiones invisibilizada que continua en el 
debate urbano y ciudadano y las disputas que se 
producen en lo urbano. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

social. Ello deriva del hecho de que el derecho de propiedad 
debe estar ligado a la idea de dignidad humana. La 
interpretación integradora de la Constitución precisa conjugar 
sincrónicamente los preceptos constitucionales que vinculan el 
derecho de propiedad con el pleno desarrollo de la 
personalidad, con las normas que establecen un modelo 
económico de profundas expectativas sociales.” P10 
	
24 Ibidem. 
“La propiedad es sobre todo una garantía para proteger, en 
primer término la libertad personal y no una garantía para 
proteger la propiedad en si” p11 
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II. Campo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Nuestra descripción de lo urbano podría llevar 
a un cierto desaliento. La ciudad se hace en base 
a la propiedad de –el suelo- de la misma y a unos 
pocos instrumentos legales que la trascienden, 
pero que no cuestionan las lógicas economicistas 
imperantes. Todo ello dejando fuera numerosas 
vindicaciones urbanas que se subsumen bajo el 
grito voluntarista del Derecho a la Ciudad. ¿Qué 
podemos hacer ante tamaña asimetría? ¿Solo 
queda la resignación y el “sálvese quien pueda”?  
¿O la lucha partisana sin cuartel contra un 
establishment bien organizado? ¿La pataleta 
dialéctica? ¿La acción subversiva? ¿La 
indiferencia?... 
 
Fijémonos por un momento en el suelo no 
estudiado, en el resto del suelo. Lo que no es 
ciudad, lo no-urbanizable: el campo –más del 
70% del territorio-. Veamos qué sucede en el 
suelo que no es ciudad y qué lógicas imperan en 
el mismo, de forma que podamos establecer una 
relación entre ambos directamente transferible –
al hablar del mismo medio en base a su 
continuidad geográfica-. En el campo también se 
dirimen las disputas, los disensos y los conflictos 
que entre los distintos derechos se producen, y 
otros sistemas de normas se aplican sobre ellos a 
la hora de que dicho suelo contribuya a la 
productividad, el progreso y el sostenimiento de 
su población en base a bienes y servicios –no 
sólo hacia su propia población sino hacia las 
ciudades también-. 
 
El campo –su suelo- también posee una 
multiplicidad de funcionalidades que hacen de 
éste un recurso clave en el funcionamiento 
natural y antropizado del medio. El suelo rural es 
productivo, ya que mediante su cultivo –
cuidado- y desarrollo podemos obtener de él 
todos los productos que la agricultura, la 
silvicultura y la ganadería nos ofrecen. También 
otras prácticas productivas implican su 
explotación, como las canteras, las 
infraestructuras, las presas, el fracking, los 
aerogeneradores y paneles solares y un sinfín de 
prácticas que necesitan de recurso territorio o 

explotan la riqueza de su humus superficial, su 
exposición al viento y el sol o su subsuelo. Las 
diferentes condiciones que se dan en el campo 
hacen de cada tipo de suelo y territorio un 
posible recurso potencial productivo. Si nos 
fijamos en la productividad agrícola existen 
territorios muy fértiles y propicios –por su 
edafología y condiciones climáticas- a producir 
varias cosechas al año. Otros suelos 
considerados poco productivos –a nivel 
agropecuario- pueden tener potentes 
regímenes de vientos que sean susceptibles para 
la instalación de campos eólicos, o que sus 
entrañas posean gas esquisto que pueda ser 
extraído por fractura hidráulica. 
 
Y claro, en el campo, y entre la gente del campo, 
las lógicas imperantes no son –como es 
previsible- muy diferentes de las de la ciudad. 
Los propietarios de terrenos agrícolas trabajan 
para que sus tierras sean lo más productivas 
posibles y que, a su vez, puedan obtener los 
mayores beneficios posibles, sin que por ello se 
descarte la preocupación obligada por la 
sostenibilidad del medio circundante y la posible 
contaminación, sobre-explotación o 
agotamiento de los recursos que sostienen sus 
actividades profesionales y vitales. De esta forma 
las tierras más productivas estarán más cotizadas 
que las poco productivas, aunque esto solo 
pueda valorarse en base a cómo conocemos el 
recurso en la actualidad –su uso habitual, visible 
y conocido-. Por el contrario, las tierras menos 
productivas harán que sus propietarios se vean 
inmersos en una mayor escasez –o menor 
abundancia- debiendo tender a mejorar sus 
tecnologías, adquirir más tierras, mejorar la 
productividad o encontrar fuentes 
complementarias retribuidas para su 
sostenimiento. 
 
Y al igual que en la ciudad la funcionalidad 
productiva-economicista no es la única –aunque 
sí la hegemónica- sino que otros factores inciden 
la gestión territorial del campo. El campo supone 
el paisaje de un territorio, de un país. Cumple 
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importantes funciones medioambientales como 
el fomento de la biodiversidad, la lucha contra la 
erosión, la fijación de CO2 y la producción de 
oxígeno, su capacidad de regulación térmica, su 
función en el ciclo del agua y sus reservas 
acuíferas, etc. Incluso en la lógica productiva el 
campo es fundamental para la producción de 
alimentos –la soberanía alimentaria de un 
territorio o país-, el mantenimiento de la cadena 
trófica, la conservación del paisaje, la producción 
natural y ecológica, etc. Esta relación entre la 
productividad de la tierra agrícola y su 
multifuncionalidad corre pareja a una gran 
política –económica- de la Unión Europea: La 
Política Agraria –o Agrícola- Común –o 
Comunitaria-. La PAC. 
 
La PAC se creó a lo largo de los años 50 en 
Europa a raíz de la finalización de la II Guerra 
Mundial 25 . El período de posguerra se 
caracterizó por una tremenda hambruna debido 
a la devastación que supuso el conflicto, la falta 
de inversión y desarrollo del campo y su poca 
productividad, que hicieron que no hubiese 
producción alimentaria suficiente para la 
población afectada y por tanto carencias de 
primer orden. La priorización de inversión 
comunitaria en el campo y su agricultura con el 
fin de modernizarla y volverla productiva para 
paliar los déficits alimentaros de la población 
constituyó de facto la primera política 
comunitaria –algunos defienden que la propia 
creación de la Unión Europea fue gracias a la 
PAC-26. Durante los primeros años de puesta en 
marcha el campo se modernizó y las 
explotaciones realizaron grandes inversiones 
que permitieron un rápido aumento de la 
producción agropecuaria que permitió a la 
Unión una soberanía alimentaria y la garantía de 
provisión de alimentos para la población 
existente. Una vez superada la primera fase la 
producción siguió aumentando  de forma 
inexorable por lo que comenzaron a producirse 
excedentes alimentarios que la población no 
podía asumir. Estos excedentes –aumento de la 
oferta efectiva  sobre la demanda efectiva- 
afectó a los precios del género devaluándolos, 
por lo que revertía en un empobrecimiento de 
las explotaciones y los trabajadores y 
propietarios del campo. Así surgieron las cuotas 
alimentarias –topes de producción como en el 
sector lácteo- o cuotas por regiones y territorios 
–como las cuotas pesqueras asignadas a cada 
país-. 
 
El trascurso de recuperación de la producción 
alimentaria a la gestión de los excedentes ha 
tenido que armonizarse con la inclusión de la 
agricultura en la economía de mercado, la 
apertura de fronteras, el libre comercio, el 
proteccionismo y la cuestión de la soberanía 
alimentaria. Europa ha ido introduciendo más 

                                                   
25 Fritz T. Globalizar el hambre. impactos de la política agrícola 
común (PAC) y de las políticas comerciales de la UE en la 
soberanía alimentaria y los países del sur. España: ACSUR-Las 
segovias, Ecologistas en Acción, Plataforma 2015, Plataforma Rural, 
Veterinarios sin Fronteras, Asociación Trashumancia y Naturaleza; 
2015. 
“Desde su creación en 1962, la PAC es la primera política unitaria 
de la Unión Europea, y aún hoy supone el 40% de su 
presupuesto total. En la Europa de posguerra, sus objetivos 
iniciales fueron incrementar la productividad agraria; garantizar un 
nivel de vida equitativo a la población agraria; estabilizar los 
mercados; y garantizar el autoabastecimiento de la URE a precios 
razonables para el consumo.” P 4 
 
 
 

estándares de mayor implicación en la calidad, 
gestión y tratamiento de los productos agrícolas 
y ello ha hecho que el sistema de producción 
europeo esté más regulado, normativizado y 
controlado que en otras zonas productoras. Al 
existir un libre comercio global de mercancías los 
productos agrícolas producidos en las periferias 
europeas hacen que los productos propios 
pueden volverse menos competitivos debido a 
las regulaciones y estándares existentes en el 
seno de la unión –laborales, fiscales, de calidad y 
trazabilidad, medioambientales…- mientras que 
en otros lugares con regulaciones más laxas o 
menos exigentes pueden darse costes 
repercutidos menores que hacen más 
competitivos sus productos. Esto podría 
provocar que la alimentación europea se 
importase de fuera en base a criterios 
estrictamente económicos –de mercado-. No 
obstante la PAC entendió como capital el que la 
agricultura comunitaria no dependiese de la 
competencia de precios debido a su condición 
estratégica –soberanía alimentaria- y la 
multifuncionalidad del suelo –cuidado del suelo, 
paisaje rural, medio ambiente, fijación de 
población…-. 
 
De esta forma la PAC, cuya política principal ha 
sido la distribución de recursos y ayudas al 
campo, pasó de priorizar la productividad de la 
tierra a otra serie de cuestiones multifuncionales 
en la actualidad. Si bien en un principio, y debido 
a la situación del campo, la PAC invirtió casi 
únicamente en el aumento de la productividad 
de la tierra, y ofrecía ayudas en función de la 
productividad de la misma, en los últimos años se 
ha aplicado un desacoplamiento de las ayudas a 
la productividad, introduciendo criterios de 
sostenibilidad, ecológicos, de relevo 
generacional y fijación de población y de 
complemento a las rentas de los trabajadores del 
campo. 
 
Estas ayudas suponen, por tanto, un 
reconocimiento al trabajo que realizan los 
agricultores europeos en el cultivo de la tierra y 
el paisaje de la región siendo, además, una 
política común que destina gran parte de los 
recursos de la propia Unión (casi el 50% del 
presupuesto) y que ha sufrido constantes 
revisiones para ir adaptando dichas políticas a las 
realidades existentes. No obstante estas políticas 
no han dejado de tener problemas estructurales 
y externalidades nocivas para el resto de 
agriculturas periféricas. Por una parte la 
subvención directa a la alimentación europea, 
que ha ido indirectamente a la mejora de los 
sistemas de producción e inversión en 
maquinaria y diversas técnicas en pos de la 
eficiencia y racionalización, ha hecho que la 
producción sea cada vez mayor, y por lo tanto 
ha ido aparejada a una bajada progresiva de los 

26 Ibídem. 
“Desde los comienzos de la integración europea, la agricultura 
constituyó un componente fundamental del proyecto político 
que llevaría a la Unión Europea actual, con sus 27 miembros.  El 
Tratado de Roma por el que se instituyó la Comunidad 
Económica Europea (CEE) en 1957 no sólo establecía un 
Mercado Común, es decir una unión aduanera que 
desmantelaría progresivamente los aranceles que gravaban el 
intercambio de bienes entre los seis países fundadores, sino una 
Política Agrícola Común. Europa Occidental luchaba entonces 
por superar la escasez de alimentos resultado de la devastación 
provocada por la Segunda Guerra Mundial.” P 24 

	
	

precios de las materias agrícolas. Esto ha 
supuesto un dumping27 social, al competir con 
los productos importados de las economías 
periféricas, que han tenido que luchar con 
precios más bajos para permitir el acceso de sus 
productos en el mercado europeo, con el 
consiguiente empobrecimiento de sus 
productores. Por otro lado los grandes 
propietarios de tierras –terratenientes, grandes 
empresas de alimentación y distribución, etc.- 
han visto cómo trabajando sus propiedades han 
recibido grandes cantidades económicas gracias 
a las ayudas previstas para ello. Finalmente cabría 
destacar el fraude existente- de manera más o 
menos extendida- que posee múltiples variables, 
como la inclusión de tierras de labor impropias –
espacios como aeropuertos, campos de golf…- 
la mínima labor de las tierras o el “trafico” y 
mercado de derechos. 
 
Sea como fuere lo que nos parece relevante en 
la PAC es que su funcionamiento implica algunas 
lógicas muy diferentes a las que encontramos en 
el discurso hegemónico que se dan en la ciudad, 
los gobiernos o la propia Unión Europea. Y es 
aquí dónde encontramos que otra forma de 
operar es viable en base a criterios distintos a los 
planteados por las lógicas unidimensionales de 
los mercados financieros. La Política Agraria 
Comunitaria posee unas dimensiones que 
podrían considerarse “anatema” en cualquier 
discurso o práctica convencional de libre 
mercado, y sin embargo existen y están más 
vigentes que nunca. Entre dichas lógicas caben 
destacar: 
 
1) Condicionalidad. Supone la inclusión de 
planificación y coordinación del sistema y reglas 
específicas de obligado cumplimiento. 
2) Actividad. La generación de derechos –
remunerados- en base al trabajo y la actividad 
agraria y no a la propiedad sin trabajo. 
3) Desacoplamiento. El desacoplamiento de las 
ayudas a la productividad –y la inclusión de 
criterios no economicistas-. 
 
El primer punto que nos interesa desarrollar 
versa sobre la planificación del sistema de la PAC 
lleva a la propia producción agrícola de toda la 
región. Famosa es la frase “los agricultores plantan 
mirando al BOE”. Efectivamente la PAC determina 
aquellos cultivos, zonas y regiones que son 
susceptibles de recibir las ayudas planteadas, así 
como las técnicas, prácticas y obligaciones que 
se deben cumplir para acceder a las ayudas, y 
esto no permite una total libertad. Este conjunto 
de normas es lo que se denomina la 
condicionalidad y tiene que ver con un conjunto 
de buenas prácticas, tipos de cultivos, mejoras 
técnicas y sensibilidad medioambiental que 
condiciona la recepción de las ayudas a la 
ejecución de las mismas28. Cada agricultor debe 

27Ibídem. 
 “Los excedentes retirados del mercado debían ser almacenados, 
o se exportaban a terceros países. Los fondos de la PAC no sólo 
cubrían los costes de almacenamiento, sino también las 
subvenciones a la exportación, que compensaban a los 
exportadores por la venta de sus productos en los mercados 
mundiales, donde los precios eran mucho más bajos que en el 
mercado interno.” P 25 
 
28 Comisión Europea. La política agrícola común (PAC) y la 
agricultura europea: Preguntas frecuentes. 
http://europa.eu/rapid/press-release_MEMO-13-631_es.htm. 
Updated 26 de junio de 2013. 
Además, el conjunto de las ayudas directas se pagan 
exclusivamente a condición de observar una serie de estrictas 
normas en materia de medio ambiente, seguridad alimentaria, 
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cumplir una serie de preceptos bien definidos 
para poder tramitar la PAC y así recibir las 
ayudas. Y ello implica los cultivos que puede 
desarrollar, el porcentaje de tierras en barbecho, 
las rotaciones, etc. En este sentido un agricultor 
tiene un margen de elección dentro de las tierras 
que trabaja en base a una familia de cultivos –
trigo, cebada, centeno, girasol, guisante…para 
una tierra de secano por ejemplo- y los 
preceptivos barbechos –un 30% rotatorio-. 
Dentro de dicho esquema el agricultor 
demostrará su contribución y podrá recibir las 
ayudas.  
 
Dicha condicionalidad esta coordinada y 
centralizada desde Bruselas con la participación 
de cada estado miembro29. Así toda la región 
europea demarca cada una de las regiones 
productivas y establece los cultivos 
“subvencionables” en cada lugar, permitiendo 
controlar la labor y producción de cada espacio 
agrícola y su tipo de plantación o explotación 
ganadera. Esto recuerda a los planes 
quinquenales soviéticos, en los que la 
producción agrícola estaba planificada y 
centralizada y cada región producía una 
determinada familia de productos agrícolas que 
se comercializaban en el interior de la 
federación. En el caso europeo vemos como 
todo el territorio está subdividido y 
categorizado por regiones y cómo cada una de 
ellas es susceptible de producir determinados 
productos en base a la planificación centralizada 
y condicionada por las autoridades 
competentes. Existe libertad, sí, ya que cada 
agricultor puede plantar o producir lo que 
desee, pero en la práctica nadie “se sale” de las 
plantaciones subvencionables con la 
consiguiente pérdida de ayudas económicas, y 
por tanto la PAC establece de facto la 
producción planificada de la Unión. 
 
El segundo punto capital de la PAC es la 
actividad en el campo y la labor de las tierras. El 
destinatario de las ayudas de la propia Política 
Agraria es el agricultor en activo, y éste no es 
otro que la persona que trabaja el campo –sea 
o no sea el propietario de las tierras-. Esto 
supone una lógica muy disruptiva –a nuestro 
modo de ver- ya que prima el trabajo sobre la 
propiedad y otorga derechos remunerados a la 
persona que realiza las labores productivas y de 
mantenimiento del paisaje y medio ambiente 
por encima del propietario de dichos terrenos.  
 
En la práctica podemos encontrar múltiples 
situaciones en las que se dan las relaciones entre 
el propietario y el trabajador de la tierra. En 
muchas ocasiones ambas personas son la misma: 
el propietario de una tierra es el mismo que la 
trabaja y por tanto el mismo que recibe las 
ayudas y la producción de la tierra. A partir de 
ahí el propietario puede arrendar una tierra a un 
trabajador y es éste último el que debe realizar 

                                                   
sanidad animal y vegetal, bienestar de los animales y, en general, 
de mantenimiento de las tierras en buenas condiciones de 
producción. Es lo que se denomina la «condicionalidad». En caso 
de incumplir estas normas, se pueden suspender los pagos e 
imponer sanciones al agricultor. 
	
29  Ministerio de Medio Ambiente, Medio Rural y Marino.  
Real decreto 486/2009  
http://www.boe.es/boe/dias/2009/04/17/pdfs/BOE-A-2009-
6414.pdf. Updated 3 de Abril 2009. 
“Real Decreto 486/2009, de 3 de abril, por el que se establecen 
los requisitos legales de gestión y las buenas condiciones agrarias 
y medioambientales que deben cumplir los agricultores que 

los trabajos en la misma y tramitar las ayudas de 
la PAC –que luego repercutirá parcial o 
totalmente en forma de arrendamiento al 
propietario-. También existen casos en los que 
el propietario contrata servicios externos para la 
labor en la tierra que abona convenientemente 
para poder tramitar las ayudas.  
 
Pero lo que es capital es que las ayudas de la 
PAC no se reciben por el mero hecho de ser 
propietario de las mismas. Las ayudas van 
destinadas a la persona que trabaja y cuida la 
tierra –sea propietario o no-. De esta forma se 
premia el trabajo de la tierra, la labor de la misma 
para hacerla productiva, el mantenimiento de su 
suelo, la limpieza de sus lindes, acequias, pastos, 
bosques, matorrales…la rotación de cultivos, el 
barbecho, etc. Esto hace que las ayudas no 
premien la acumulación de tierras o el simple 
hecho de ser titular de las mismas –y por tanto 
especular con la mera propiedad- sino que el 
derecho de trabajo prevalece y es el 
destinatario de dichas ayudas y por tanto los 
propietarios que no trabajen la  
tierra no tendrán ayudas mientras que un 
trabajador sin tierras en propiedad podrá recibir 
ayudas –si arrienda dichas tierras y las trabaja-. 
 
El último de los puntos hace referencia al 
denominado desacoplamiento 30 , es decir, el 
percibimiento de ayudas sin tener en cuenta la 
productividad del agricultor. En este caso el 
desacoplamiento fue forzado, de alguna manera, 
para evitar el dumping que se producía al 
premiar el crecimiento de la productividad 
agropecuaria, la aparición de excedentes, la 
bajada de precios, las prácticas subvencionadas 
contrarias a las prescripciones de la OMC y la 
aparición de cuotas y prácticas anticomerciales. 
De esta forma la UE se compromete a cambiar el 
esquema de ayudas desacoplándolo de los 
volúmenes producidos para no incentivar la 
producción y los consiguientes desequilibrios 
comerciales y de otra índole. Así las ayudas pasan 
directamente al agricultor como un 
complemento a su renta a cambio del resto de 
funciones que cumple al margen de la 
productividad. 
 
Este esquema permite a cada agricultor 
componer su renta de las dos variables 
principales: las ayudas y la propia producción de 
sus tierras y ganados. La proporción y 
correlación de estas dos variables es muy dispar, 
y varía entre los escenarios donde porcentajes 
son similares hasta porcentajes residuales en 
función del tipo de ayudas y su cuantía y 
sobretodo de la calidad y productividad de la 
tierra. Así encontramos cómo para un año 
convencional –a nivel de climatología- en 
regiones muy cercanas como el Campo de 
Gómara, en Soria, con tierras de buena calidad y 
productivas –cereal extensivo- las ayudas 
pueden suponer cerca de un 5%-10% en 

reciban pagos directos en el marco de la política agrícola común, 
los beneficiarios de determinadas ayudas de desarrollo rural, y 
los agricultores que reciban ayudas en virtud de los programas 
de apoyo a la reestructuración y reconversión y a la prima por 
arranque del viñedo.” 
 
30	Fritz T. Globalizar el hambre. impactos de la política agrícola 
común (PAC) y de las políticas comerciales de la UE en la 
soberanía alimentaria y los países del sur. España: ACSUR-Las 
segovias, Ecologistas en Acción, Plataforma 2015, Plataforma 
Rural, Veterinarios sin Fronteras, Asociación Trashumancia y 
Naturaleza; 2015.	

relación a la renta obtenida por la venta de su 
producción, mientras que un poco más al sur –
en la Vega del Jalón- donde la tierra es más 
pobre y poco productiva y las ayudas pueden 
suponer el 30%-40% del total de la renta anual 
percibida por el agricultor, siendo la restante la 
propia producción obtenida. Esto en 
condiciones normales, ya que cada ejercicio la 
variación es imprevisible –lluvia, sequía, 
granizos…- y existen otros mecanismos que 
amortiguan dichas fluctuaciones –seguros 
agrarios, fondos y reservas, especulación en la 
venta de la producción, etc.- 
 
El desacoplamiento de la ayuda, pensado en un 
principio para complementar la –insuficiente- 
renta del agricultor, se combina con su 
producción para igualar el trabajo del campo al 
equivalente en la ciudad, dignificar las 
condiciones de trabajo, la calidad de vida y el 
poder adquisitivo de los mismos y evitar que 
todo su salario esté condicionado al progresivo 
aumento de productividad y la eficiencia para 
obtener mayores rentas. 
 
Esto en la práctica se cuestiona ya que, a pesar 
de que las ayudas permitan un cierto 
“relajamiento” en la necesidad de rentas 
obtenidas directamente por la producción, no 
por ello estas ayudas influyen de forma indirecta 
en la mejora y aumento de productividad, ya 
que ello contribuye al crecimiento de la renta 
del agricultor, y por tanto de su nivel de vida. Así 
ocurre que en la práctica unas ayudas destinadas 
a la renta se trasfieren con frecuencia a la 
inversión directa en maquinaria, infraestructuras  
y sistemas de mejora de la eficiencia de los 
trabajos agrícolas repercutiendo en una mayor 
productividad de la tierra y por tanto 
representando ,en la práctica, una ayuda –
indirecta, eso sí- a la producción. 
 
Examinemos estas tres cuestiones planteadas en 
el ámbito de las políticas urbanas y de las 
políticas económicas en general –hasta de la 
filosofía política liberal nos atreveríamos a decir-. 
La primera lógica, la planificación territorial y 
sectorial, coordinada y hasta centralizada, 
supone una política cuanto menos “regresiva” 
con respecto a muchas lógicas imperantes y 
unidimensionales establecidas. La política 
económica neoliberal busca desesperadamente 
el famoso laissez faire: una progresiva 
desregularización de los mercados en los que el 
estado y los distintos gobiernos y 
administraciones tengan un papel menor –o 
irrelevante- en la gestión de la economía, 
permitiendo un espacio libre de fronteras y 
controles para los capitales financieros, 
estableciendo mayor flexibilidad en los 
mercados de trabajo, priorizando las 
negociaciones entre empresas y trabajadores 
frente a convenios colectivos o legislaciones 
laborales unificadas, descentralizando las 

“En resumidas cuentas, el proceso de reforma de la PAC en las 
últimas dos décadas se ha caracterizado fundamentalmente por 
una “transformación de las subvenciones a la producción en 
apoyos directos al productor”, en palabras de la propia Comisión 
Europea. […] La reforma MacSharry introdujo cambios para 
transformar el apoyo vía precios en pagos directos vinculados a 
la producción (basados en la superficie cultivada o el número de 
cabezas de ganado), mientras que la reforma de 2003 
supuestamente “desacopló” estos pagos de la producción 
introduciendo el Régimen de Pago Único.” P 31 
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políticas de forma progresiva con mayor 
desarmonización entre las mismas, etc. 
 
Cualquier voz en contra de esta lógica y que 
apunte a una condicionalidad, control y 
planificación 31  es tachada de retrógrada, 
antidesarrollista, regresiva, empobrecedora y 
asociada a antiguos regímenes con economías 
planificadas. No existen posibles alternativas a 
dicha desregularización sin ser situado cercano a 
economías autárquicas, a prácticas  subversivas 
de nacionalización o intervención excesiva en la 
propiedad privada o el mercado, -en el mejor 
de los casos- y acusado de entorpecer el 
desarrollo económico y evitar el crecimiento 
necesario para reducir las tasa de desempleo o 
de establecer numerosas e innecesarias trabas 
burocráticas y regulatorias que afectan a las 
cuentas de resultado del empresas y entidades, 
con la consiguiente pérdida de competitividad 
nacional y sectorial, la pérdida de ingresos vía 
tributaciones y el rechazo a la inversión y la 
pérdida de puestos de trabajo. 
 
Este discurso monolítico, aplastante y bien 
lubricado por intereses varios es difícilmente 
encarable desde otras lógicas creativas, que no 
supongan recuerdos del pasado, utopías 
irrealizables o prácticas existentes de escaso 
recorrido. Pero la PAC es un perfecto Caballo 
de Troya para ello. La PAC supone una política 
“real”, actual y existente que emana de la propia 
Unión Europea –poco sospechosa de situarse 
lejos del liberalismo- y que coexiste con el 
discurso hegemónico. La PAC es una política 
común a todos los países, es una política 
absolutamente planificada, que establece las 
cuantías, presupuestos, ayudas y destinatarios, 
que define las regiones productivas, que 
demarca los productos agropecuarios a 
producir, que monitoriza y controla dichas 
ayudas y que las modula para incidir sobre el 
mercado, los precios de las materias y las rentas 
de los agricultores de manera permanente, 
decisiva y colegiada.  
 
¿Qué ocurre con el segundo punto en la 
ciudad? Tenemos numerosos ejemplos de 
ayudas directas a las rentas vía retribuciones y 
ayudas directas –ayuda al desempleo, jubilación, 
maternidad, dependencia, incapacidad, 
enfermedad…- así como indirectas hacia las 
personas. Pero el hecho es que, como 
describíamos en la primera parte, la propiedad 
es uno de los fines –sino el principal- de las 
aspiraciones de muchas personas, empresas y 
entidades, que ven como la propiedad se 
sacraliza en la propia constitución, que la función 
social32 de la misma es muy subsidiaria y cómo la 
especulación de la misma produce grandes 
plusvalías. Las rentas del trabajo suelen ser 
menores, estar más gravadas y más controladas 
que el patrimonio y las rentas del capital. El 

                                                   
31  Lora-Tamayo Vallvé M. La EUropeización del territorio. 
Madrid: Dykinson; 2013. 
“En efecto DECLERIS entiende que los rasgos que caracterizan el 
desarrollo de los asentamientos humanos en la era post industrial 
son dos: 

- La multiplicación y el crecimiento de las ciudades 
- La dispersión incontrolada de los asentamientos y la 

actividad edificatoria con el coste de los ecosistemas 
sensibles como son los bosques, costas, pequeñas islas y 
montañas. 

Es interesante apreciar como estos dos rasgos aparecen 
íntimamente relacionados en el sentido de que cuanto peor es 
el medioambiente urbano de ciudades que crecen 
constantemente, mayor es el número de personas que escapan 

trabajo supone un esfuerzo diario, un cuidado 
permanente, una dedicación vital como 
proyecto que en el caso de la propiedad puede 
encontrarse asociado a la herencia u otras formas 
de obtención más pasivas –a pesar de que la 
propiedad es el objeto finalista en muchas 
ocasiones de las rentas del trabajo-. 
 
De ninguna manera pretendemos aquí restarle 
legitimidad al concepto de propiedad y ésta es 
un objetivo absolutamente loable para cada uno 
de nosotros pero al igual que la economía 
colaborativa y las nuevas tecnologías han 
cuestionado el concepto de propiedad por la 
obtención y comercialización de servicios la 
propia PAC contrarresta el peso de la 
propiedad –de la tierra- frente al servicio –el 
trabajo de la misma- a través de sus ayudas. Lo 
importante –teóricamente, aunque existe mala 
praxis como en todo- es trabajar la tierra, no 
tenerla. Y esta premisa, tan sencilla como brutal, 
contraviene las lógicas imperantes de la 
condición prepolítica de la propiedad y la 
dificultad de trascender la misma para operar 
sobre ella –como describíamos anteriormente-. 
 
La necesidad de obtener las ayudas de la PAC 
pasan por contratar o arrendar a alguien que 
trabaje –este en activo-, y que por tanto sea 
destinatario de las mismas. No basta con ser 
propietario, hay que trabajar la propiedad. 
Imaginemos esta premisa en lo urbano. 
Imaginemos que se obtuviesen ayudas por el 
trabajo de la propiedad, por la función social de 
la misma, más allá del hecho de ser propietario. 
Las ayudas existentes a la compra de la primera 
vivienda, en la que existía un tope de 
desgravación de la misma en la renta de las 
personas físicas introducía la función social en 
dicho concepto de propiedad, ya que sólo la 
primera vivienda, es decir, aquella en la que 
estabas empadronado y dónde vivías era 
susceptible de recibir una ayuda en forma de 
menor imposición a la renta del ciudadano –
evitando que se recibieran ayudas por segundas 
residencias o viviendas como bienes de 
inversión y/o especulación-. No obstante esta 
ayuda se centra –de nuevo- en el régimen de 
propiedad, ya que no existía la correspondiente 
ayuda en regímenes de no-propiedad –alquiler-
. Las personas que dotaban a una vivienda de su 
función social –habitarla- solo recibían una ayuda 
si la compraban –propiedad- pero no al 
arrendarlas, por lo que el sistema no solo 
sacralizaba constitucionalmente la propiedad 
sino que premiaba, dirigía y estrechaba –junto a 
la facilidad de crédito, la imposición tributaria, la 
falta de políticas de vivienda pública en alquiler, 
el mercado en propiedad y el relato cultural…- 
la opción de propiedad frente a otras –con la 
misma función social-. 
 

temporalmente buscando un ambiente más agradable. Aunque 
existan otros factores que influyen en la multiplicación de los 
asentamientos como el aumento de la oferta de los servicios 
turísticos. Poco se ha hecho hasta el momento para intentar 
controlar estas dos características. Muy poca gente ha abordado 
el tema fundamental del límite de crecimiento de las ciudades, la 
mayor parte de los estudios realizan una previsión genérica de 
que en un futuro no muy lejano el 50% de la población vivirá en 
ciudades, especialmente en los países desarrollados, pero muy 
pocos son conscientes del peligro del adelgazamiento de los 
ecosistemas sensibles. Las ciudades han sobrepasado con creces 
su propia capacidad y también la de los ecosistemas que las 
soportan, de forma que la incursión dispersa en los ecosistemas 
sensibles y el apoyo tecnológico que se requiere para llevarla a 

Finalmente el último punto se nos antoja –a 
nuestro gusto- demoledor. ¿Quién en nuestros 
días osaría a premiar a los ciudadanos 
independientemente de su productividad? La 
productividad y el crecimiento son los mantras 
de nuestro sistema y de nuestra época. Sin ellos 
sólo cabe una caída inexorable de nuestra 
calidad de vida y nuestro sistema tal y como lo 
entendemos. Todos los esfuerzos públicos, 
empresariales y laborales se centran en la mejora 
de la competitividad, la eficiencia y la 
productividad para que todos podamos vivir 
mejor –“y ser un poquito más felices” nos dicen-. 
La caricatura establece que el problema del 
precio de la luz no es que ello repercuta en el 
posible impago de las familias sin recursos –
pobreza energética- sino que repercute en los 
costes indirectos de producción industrial 
haciéndonos menos competitivos que nuestros 
vecinos europeos. Innumerables empresas y 
organizaciones reivindican el ajuste de salarios no 
ya a la inflación –que puede ser superior al 
crecimiento en momentos puntuales como los 
acaecidos en la crisis económica- sino a la tasa de 
crecimiento y productividad de la empresa. La 
sociedad se plantea si es óptimo el alargamiento 
de la edad de jubilación no frente al necesario 
relevo generacional que provea trabajo y 
proyectos de vida para los jóvenes sino por la 
poca productividad de las personas mayores 
frente a los jóvenes. Las infraestructuras, 
transportes, becas y demás son examinados no 
desde lógicas vertebradoras territorialmente, 
justas socialmente o como provisiones de 
equidad social y territorial, sino bajo las 
previsiones en sus rendimientos –número de 
pasajeros, calificaciones, retornos de 
explotación…- 
 
La Renta Básica Universal, algo tan utópico, 
debatido, polémico, problemático y subversivo 
es la trasposición perfecta de las ayudas 
desacopladas de la PAC. Y estas ayudas YA 
existen. Y no, no han hecho que los agricultores 
se queden en casa, descuiden sus quehaceres, 
vivan de los demás o no produzcan. Ese es el 
discurso que se plantea en contra de la Renta 
Básica: que es insostenible, que hará que la gente 
no trabaje, que se acomode, que la tasa de paro 
aumente, que unos vivan de los otros. No hace 
falta hacer política ficción, ni buscar en algún país 
nórdico alguna experiencia similar: la Política 
Agraria Común reparte anualmente alrededor 
de cincuenta mil millones de euros en ayudas 
desacopladas a los agricultores europeos y estos 
los invierten en la mejora de sus equipamientos, 
infraestructuras, bienes y sostenibilidad vital, 
mejorando sus condiciones y las del campo, 
aumentando de facto la productividad –aun no 
siendo ese el objeto de las ayudas- y cuidando 
un sector estratégico y capital en nuestras vidas 
–soberanía alimentaria, paisaje, medio ambiente, 
calidad del aire, fijación del CO2, etc.- 

cabo ha comenzado a mostrarse en una inevitable y extensiva 
destrucción (incendios, inundaciones…).” P18-19 
 
32 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420.  
 “El artículo 33 CE garantiza, como sabemos, el derecho de 
propiedad, añadiendo que su contenido queda “delimitado” por 
la función social de estos derechos “de acuerdo con las leyes”. La 
CE garantiza la propiedad privada como todo derecho 
patrimonial en el más amplio sentido. Lo garantiza como 
institución y como derecho individual. […] La función social 
delimita el contenido del derecho. P 301	
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La Renta Básica Universal puede encontrar en la 
PAC cómo ser una política real, adecuada, 
funcional, desacoplada de la productividad pero 
que, sin embargo, ayude indirectamente a ella 
dotando de seguridad, tranquilidad y cobertura 
a los ciudadanos.  
 
Mirar al campo y a su Política Comunitaria nos 
permite ver cómo se puede planificar la ciudad, 
cómo se puede contribuir al trabajo y al cuidado 
urbano más allá de la propiedad y cómo se 
puede dotar de apoyos a los ciudadanos sin 
limitarse a su titularidad o estatuto de propiedad, 
de su productividad, por el mero hecho de 
cuidar la ciudad y practicarla.  
 
Fijémonos en el campo y aprendamos de él, 
como siempre hemos hecho, para mejorar 
nuestros espacios urbanos. 
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III. Objetivos X 
Derechos 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                   
33 Fritz T. Globalizar el hambre. impactos de la política agrícola 
común (PAC) y de las políticas comerciales de la UE en la 
soberanía alimentaria y los países del sur. España: ACSUR-Las 
segovias, Ecologistas en Acción, Plataforma 2015, Plataforma Rural, 
Veterinarios sin Fronteras, Asociación Trashumancia y Naturaleza; 
2015. 
“Los pagos directos suponen asimismo una entrada garantizada 
de ingresos que mejora la solvencia de los agricultores cara a la 
concesión de créditos, permitiéndoles acometer inversiones en 
mejoras de la productividad que pueden estimular la 
sobreproducción.” P 35 
 
34 Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.  
Real decreto 1075/2014 
 http://www.boe.es/boe/dias/2014/12/20/pdfs/BOE-A-2014-
13256.pdf. Updated 19 Diciembre 2014. 
Los pagos directos del primer pilar de la PAC deben destinarse 
a las explotaciones agrarias verdaderamente activas. La nueva 

Las ayudas del campo, la contribución decisiva 
que la PAC ha planteado a lo largo de su 
existencia han tenido diversas mecánicas y 
nomenclaturas a lo largo de su desarrollo hasta la 
situación en la que se encuentran en la 
actualidad. Actualmente son los denominados 
Derechos de Pago Básico33 los que rigen en el 
sistema de apoyo a los agricultores. 
 
Los Derechos de Pago Básico DPB son derechos 
adquiridos por los agricultores por el mero 
hecho de trabajar la tierra 34  que se han ido 
consolidando a lo largo del tiempo y que han 
sufrido diversas transformaciones con gran 
complejidad35. Los DPB solo pueden percibirlos 
los agricultores –activos- que trabajen la tierra 
asociada a los mismos, independientemente de 
ser propietario o no, en base a los cultivos 
marcados por la PAC -condicionalidad- y en 
base al número de hectáreas de dicho trabajo, 
por su superficie y no por la productividad 
obtenida –desacoplamiento-. 
 
Existen innumerables tipos de DPB por la cuantía 
de los mismos, pero el funcionamiento básico es 
el siguiente: por un lado están los derechos 
existentes en base al trabajo de los agricultores y 
por otro lado una reserva de derechos. Los 
agricultores en activo tienen una serie de 
Derechos de Pago Básico en función de la 
superficie de tierra trabajada y del tipo de tierra 
que trabajan. De esta forma cada hectárea de 

PAC posibilita una mejor orientación de las ayudas, oportunidad 
que se debe aprovechar para garantizar que los pagos se 
concederán a aquellos que generen una actividad real en el 
ámbito agrario. Esta mejor orientación es necesaria para evitar el 
abandono de la actividad agraria con el impacto que este puede 
tener en la producción de alimentos y la economía rural, así́ como 
corregir determinadas situaciones que dañan la imagen del 
sector agrario, contribuyendo además a legitimar las ayudas ante 
los propios productores y ante el conjunto de la sociedad.  
 
35 Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.  
Preguntas más frecuentes REFORMA PAC 2015-2020 
http://www.fega.es/sites/default/files/imported/PwfGcp/imagenes/
es/Preguntas_mas_frecuentes_REF_PAC_2015_2020_Rev2_tc
m5-45180.pdf. Updated 27 Marzo 2014. 
1. ¿Quien puede recibir derechos de pago básico en 2015?  
Para que un agricultor pueda recibir una asignación de derechos 
de pago básico en 2015, debe cumplir tres requisitos:  

tierra sería una unidad de derechos. El valor de 
dicha unidad dependería en principio de la 
clase de tierra a la que se asocia, la región en la 
que se sitúe, del cultivo o ganado y el proceso 
de transferencia que haya sufrido hasta la 
actualidad.  
 
En la actualidad la PAC determina cuatro clases 
de tierra: tierras de cultivo de secano, tierras de 
cultivo de regadío, cultivos permanentes y 
pastos. A su vez cada país miembro establece 
una serie de regiones y comarcas en base a una 
división territorial. Cada una de las clases de 
tierras y regiones posee una determinada familia 
de cultivos y, a su vez, un valor por hectárea que 
se traduce en el pago del derecho.  
 
Los derechos  dependen de la superficie y del 
valor que cada superficie de tierra tenga, además 
de cumplir con la condicionalidad y poder incluir 
cultivos prioritarios, ser agricultor joven, estar 
dentro del denominado “greening” –pago verde 
por prácticas benéficas para el medioambiente-, 
etc. Una política de ayudas compleja con una 
formulación en constante transformación y que 
establece unas ayudas directas desacopladas de 
la producción en función del cóctel de variables 
intervinientes en cada caso. Así podemos 
encontrar DPB que abonen unos 362,15 €/ 
hectárea para cultivos de algodón –prioritario- 
mientras que otros cultivos o hectáreas pueden 

1. - En 2013 debe haber cobrado algún tipo de pago directo o 
haber recibido derechos de pago único de la reserva nacional 
en 2014.  

2. - Debe cumplir con el requisito de ser agricultor activo, según los 
criterios que establezca la normativa nacional para la campana 
2015.  

3. - Debe presentar una solicitud de ayuda con hectáreas 
admisibles en 2015.  
Además, es necesario tener en cuenta que el numero máximo de 
derechos de pago básico que podrá́ asignarse a un agricultor 
será́ igual al numero de hectáreas admisibles que declare en 
2015, siempre y cuando no supere a las hectáreas admisibles que 
declaró en 2013, en cuyo caso, se asignará un numero igual a las 
hectáreas admisibles declaradas ese año. . Es decir, el numero de 
hectáreas admisibles que el agricultor declaró en 2013 
constituye su superficie admisible de referencia. “ p 1 
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rondar los 100€, o los 50€ por cabeza de 
ganado36. En general los pagos  de derechos 
básicos por hectárea pueden rondar de los 80 a 
los 600€ en función de todas las variables 
existentes –principalmente región, tipo de tierra 
y tipo de cultivo-. 
 
El agricultor al tramitar las ayudas de la PAC tiene 
que “cruzar” los derechos que posee con la tierra 
que efectivamente trabaja y la justificación de la 
clase de tierra y la inscripción territorial de la 
misma.  Así se multiplica el número de unidades 
–hectáreas-  de cada clase de tierra por el valor 
del derecho asociado y se obtiene la resultante 
que se abona al agricultor. El agricultor, por otro 
lado, obtendrá los rendimientos de la 
producción de dichas tierras en base a su 
trabajo, la climatología, la oferta y demanda y las 
fluctuaciones del mercado.  
 
El precio por hectárea del derecho es una 
cuestión de gran complejidad. En el escenario –
minoritario- en el cual un agricultor “virgen” 
empezara a trabajar una tierra que ha arrendado 
sin derechos y los solicitara a la reserva, la cuantía 
de los mismos estaría establecida por la clase de 
tierra y el territorio en el que se inscribiría. La 
resultante de dicho importe por el número de 
hectáreas obtenidas y trabajadas daría el monto 
total. 
 
La realidad es que la gran mayoría de los 
agricultores ya poseen derechos de pago básico 
porque los han adquirido al comprar tierras, al 
arrendar tierras –con derechos- o al heredar 
derechos –de agricultores jubilados-. Cada una 
de estas situaciones se puede, a su vez, subdividir 
en múltiples casuísticas, dando lugar a un 
verdadero galimatías en la transferencia de 
derechos. La PAC actual describe hasta 18 
fórmulas de transferencia de derechos entre 
agricultores, entre ellas la venta de derechos con 
tierra, la venta de derechos sin tierra, el 
arrendamiento de derechos  sin tierra, el 
arrendamiento de derechos con tierra, las 
herencias, legados, usufructos, fusiones, 
escisiones, etc. A su vez una herencia de 
derechos difiere si ésta se produce entre 
familiares de primer grado –de padres a hijos 
por ejemplo- a si la consanguinidad es diferente 
–de tío a sobrino-.El valor del derecho siempre 
desciende con cada transmisión efectuada. 
 
Cada tipo de transferencia puede suponer una 
variación en el importe del derecho. De esta 
forma hay transmisiones que no suponen una 
modificación de importe –arrendamiento o 
herencia de padres a hijos- pero hay otras 
transmisiones que si implican reducciones en el 
importe de los derechos –compras o herencias 
a familiares no directos-. De esta manera los 
precios iniciales van variando en función del 
número y tipo de transmisiones que se van 
efectuando entre los derechos de forma que 
existen múltiples derechos con importes muy 
diferenciados. 
 

                                                   
36  Diario Oficial de la Unión Europea.  
REGLAMENTO (UE) No 1307/2013 DEL PARLAMENTO 
EUROPEO Y DEL CONSEJO http://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32013R1307&qid=14322807
38862&from=ES. Updated 17 Diciembre 2013. 
Pago especifico al cultivo del algodón  Articulo 56  
Se concederá́ una ayuda a los agricultores que produzcan algo-
dón del código NC 5201 00 con arreglo a las condiciones 

Estas trasmisiones, a su vez, generan una suerte 
de “mercado secundario” de derechos donde 
éstos de transfieren entre particulares en base al 
gravamen correspondiente practicado por la 
administración y las medidas de control, 
monitorización y sanción para evitar la 
especulación y la mala praxis. Cada cierto tiempo 
todo el sistema sufre una regularización en la que 
se ajusta el número de derechos y el importe de 
los mismos. Este sistema es similar al de un banco 
central y el control de la masa monetaria o al de 
una empresa y su cartera de acciones. La 
cantidad de moneda –o acciones-  en circulación 
determina la inflación de los precios, la 
devaluación del valor del activo y las medidas de 
regularización para controlar dicho mercado. La 
división, unificación, regularización, actualización 
de precios, depreciación de importes, control 
de los derechos en reserva, emisión de nuevos 
derechos o incautación de derechos en 
circulación equivalen a los splits, contraplits, 
ampliaciones de capital, autocartera, etc. de una 
empresa cotizada, o la emisión de moneda, 
devaluación de divisa, compra de deuda…de 
un estado soberano y su moneda. 
 
El agricultor, por tanto, debe gestionar sus 
propios derechos en base a la articulación de los 
mismos con la tierra que trabaja y los importes 
percibidos. Intentará conseguir derechos 
cuando posea más tierra sin ellos y tierra cuando 
posea más derechos, ya que sino deberá 
venderlos, traspasarlos o devolverlos a la reserva 
de derechos. Así mismo gestionará los mismos a 
la vez que procura la mejor productividad de la 
tierra para obtener ingresos a los que sumar la 
cuantía de las ayudas. En base a dichas dos 
variables conseguirá las rentas anuales de su 
labor. 
 
La PAC prevé una cuota de derechos especiales 
a los agricultores jóvenes y en concepto de 
greening, 37  que inciden en la fijación de 
población joven y relevo intergeneracional y en 
la promoción de productos verdes y ecológicos 
respectivamente.  
 
Como se ve el sistema descrito articula y pone 
en relación seis variables diferenciadas. Cuatro 
de ellas –las primeras- son las que nos interesan 
ya que la 5, el arrendamiento se produciría en el 
caso de que el propietario y el trabajador no 
fuesen la misma persona y se estableciese un 
canon entre ellos, y la 6, la producción, no 
entraría en la combinación al encontrarse 
desacoplada: 
 

1) Tierra 
2) Propietario 
3) Trabajador 
4) Derechos 
5) Arrendamiento –Agricultor activo 

distinto del propietario- 
6) Producción –desacoplada- 

 
Las combinaciones entre cada elemento están 
restringidas por las premisas actuantes en las 
políticas previstas. De esta forma los derechos 

establecidas en el presente capítulo ("pago específico por cultivo 
del algodón").  
	
37 Fritz T. Globalizar el hambre. impactos de la política agrícola 
común (PAC) y de las políticas comerciales de la UE en la 
soberanía alimentaria y los países del sur. España: ACSUR-Las 
segovias, Ecologistas en Acción, Plataforma 2015, Plataforma Rural, 

sólo pueden recaer en el trabajador si éste 
trabaja la tierra sea de su propiedad o no –está 
en activo- pero nunca en el propietario por el 
mero hecho de serlo –sino trabaja la tierra-. El 
trabajador debe “conseguir” tierra y derechos 
sino es propietario. El propietario debe 
conseguir trabajadores de la misma si quiere 
conseguir derechos indirectamente. La tierra 
produce derechos por su labor, además de 
producción también por su labor. El trabajador y 
el propietario pueden ser la misma persona, o 
personas diferentes. Pueden vender, arrendar, 
contratar o traspasar la tierra, los derechos o 
ambos…sea como fuere siempre debe existir 
más tierra que derechos –o igual-, nunca al 
contrario. 
 
Al jubilarse un agricultor puede vender, arrendar 
o traspasar la tierra y los derechos, o sólo la tierra, 
o sólo los derechos. Si la persona que se jubila 
no posee tierra, los derechos sobre ella quedan 
desacoplados de la misma, y por tanto pasarían 
a la reserva o al mercado secundario, en busca 
de un comprador de los mismos. También 
podría darse el caso de que dichos derechos 
estuvieran asociados a una tierra y el propietario 
se hiciese cargo de ellos.  
 
En este segundo caso los derechos pasarían de 
la persona a la tierra y se deberían buscar 
mecanismos de devolución a agricultores activos 
-arriendo, contratación..-. Esta situación es 
indeseable –aunque frecuente- ya que el 
derecho pasa de la persona que trabaja la tierra 
a la propia tierra, siendo impropia su atribución. 
En este sentido la única forma “legal” de arrendar 
la tierra debe ser con los derechos asociados. 
 
Si el agricultor jubilado posee la tierra en 
propiedad podría, bien arrendar la tierra con 
derechos y cobrar un importe por ello o bien 
tramitar las ayudas él mismo. Para esta segunda 
opción el jubilado puede trabajar –sólo- la tierra 
propia –nunca arrendar- cobrando el derecho – 
y la producción- algo legal y admitido por la 
Seguridad Social. También podría tramitar las 
ayudas subcontratando los trabajos sin contrato 
pero con factura de servicios y quedándose con 
la producción. 

Veterinarios sin Fronteras, Asociación Trashumancia y Naturaleza; 
2015. 
“La ecocondicionalidad (el componente de “greening”) va a 
suponer el 30% de las ayudas directas, lo cual supone un 
interesante avance al ser introducido en el Primer Pilar.” P 7 
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Para un agricultor joven que quiera adquirir 
derechos38 tendría la opción de arrendar tierra 
con derechos de algún propietario, comprar 
derechos en el mercado secundario o solicitar 
derechos como joven agricultor a la reserva de 
derechos. También podrá heredar derechos de 
otras personas. 
 
Los arrendamientos también pueden estar 
asociados con el importe de los derechos. De 
esta manera si el importe del derecho es residual 
–en comparación con el importe obtenido por 
la venta de la producción- puede ser la 
referencia del arrendamiento. En tierras pobres 
y poco productivas el arrendamiento es menor 
que el importe del derecho –por hectárea-. 
 
Como vemos el sistema de derechos de pago 
básico –o las ayudas de la PAC- son un sistema 
complejo al igual que un mercado monetario o 
de valores, pero que permite a los agricultores 
complementar su renta junto a la producción de 
la tierra que trabajan. En este caso cada hectárea 
trabajada –actividad- genera derechos 
remunerados por lo que las tierras no se 
abandonan en base a su valor o producción ya 
que todas ellas son valiosas y complementan la 
renta del agricultor. De esta forma se logra 
desactivar –en parte- una lógica únicamente 
productiva ya que se dota de valor al trabajo del 
agricultor sobre la tierra, independientemente –
desacoplada- de su valor productivo, al 
entender que otros valores entran en juego –
mantenimiento, conservación, medioambiente, 
imagen, etc.- 
 
Retrocedamos de nuevo a la ciudad y sus lógicas 
pero con la introducción de un sistema similar al 
que Europa –sólo a través de la PAC- prima y 
veamos qué podría pasar. Pensemos en las 4 
variables que entran en juego en este caso en la 
ciudad: la tierra –suelo urbano-, el propietario 
de la misma, el trabajador y los derechos –siendo 
el arrendamiento y la productividad del suelo 
urbano temas conocidos-. El suelo urbano posee 
un propietario que tiene la potestad de 
construir en él –en base a la normativa urbanística 
vigente y activando los agentes y procesos 
necesarios- y gestionar esa producción de 
ciudad. Es igual que dicho propietario sea 
particular o la propia administración. 
 
Además el espacio urbano se tensiona en base a 
las plusvalías que genera su suelo, y a la 
propiedad del mismo, afectando directamente a 

                                                   
38 Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.  
Preguntas más frecuentes REFORMA PAC 2015-2020 
http://www.fega.es/sites/default/files/imported/PwfGcp/imagenes/
es/Preguntas_mas_frecuentes_REF_PAC_2015_2020_Rev2_tc
m5-45180.pdf. Updated 27 Marzo 2014. 
“4. Si soy nuevo agricultor, ¿cómo puedo recibir derechos? 
¿cómo puedo cumplir los requisitos de agricultor activo?  
Un nuevo agricultor puede acceder a las ayudas de la PAC a 
partir de 2015 por varios cauces:  
- A través de la reserva nacional.  
- Por herencia.  
- Mediante una compra o arrendamiento de tierras (o 
recuperación de un arrendamiento de tierras) con derechos de 
pago básico.  
- Mediante la compra de derechos de pago básico.  
En todos los casos, la normativa nacional establecerá́ un período 
de tiempo suficiente para que el nuevo beneficiario pueda 
acreditar ingresos procedentes de la actividad agraria que ha 
iniciado. Asimismo, se establecerán requisitos para que la 
incorporación del nuevo agricultor sea verdadera y no responda, 
por ejemplo, a un fraccionamiento artificial de una explotación 
para maximizar la obtención de ayudas.  
Adicionalmente, todos los años se comprobará, además, que el 
solicitante está inscrito como titular de una explotación agrícola o 

la calidad del mismo. Aquel espacio que es 
“productivo” se cuida, se invierte y se gestiona de 
forma prioritaria. Aquí encontramos la venta y/o 
arrendamientos de las viviendas, hoteles, oficinas, 
comercios, etc. en zonas consolidadas y nuevas 
áreas de oportunidad preferentemente. Estos 
escenarios son propicios para que las 
inversiones y acciones sobre ellos aumenten el 
valor rápidamente generando enormes 
plusvalías –productividad del espacio urbano-.  
 
Por el contrario los espacios públicos –no 
comercializables- así como viviendas, oficinas o 
comercios en zonas degradas u olvidadas no 
generan la inversión necesaria, ni el cuidado 
urbano requerido, más allá del preceptivo 
mantenimiento municipal. Una calle, un solar 
vacío, una cubierta abandonada, un espacio 
intersticial son frecuentemente espacios 
abandonados, sin uso, sin inversión ni cuidado, 
debido a la carencia de productividad de los 
mismos por su titularidad –municipal- su 
normativa –espacios públicos- su localización y 
otras razones. 
 
Sobre dicha propiedad veíamos cómo en base 
al interés general se ponían en marcha 4 
mecanismos “externos” que invadían las 
competencias del derecho de propiedad y 
forzaban a –en mayor o menor medida- a los 
propietarios a la ejecución de ciudad. 
Compensación, cooperación, expropiación y 
agente urbanizador son elementos que 
“trabajan” la tierra –el suelo urbano- sin ser 
propietarios de la misma en base a los planes 

ganadera activa en los registros de explotaciones 
correspondientes. “ P 2-3 
	
39  Lefebvre H. Espacio y política. el derecho a la ciudad II. 
Barcelona: Ediciones Península. Serie Universitaria; 1976. 
“No se trata de un derecho en la acepción jurídica del término, 
sino de un derecho análogo a los que quedan estipulados en la 
célebre declaración de los Derechos del Hombre, base 
constitutiva de la democracia. Esos derechos no son jamás 
literalmente cumplidos, pero se refiere uno constantemente a 
ellos para definir la situación de la sociedad.” P 130 
	
40  Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo PNUD. 
Objetivos de desarrollo sostenible.  
http://www.undp.org/content/undp/es/home/librarypage/corpor
ate/sustainable-development-goals-booklet.html. Updated 28 
septiembre 2018. 
“Para hacer que las  ciudades sean sostenibles para todos, 
podemos crear vivienda pública buena y asequible. Podemos 
mejorar las condiciones de los  asentamientos precarios. 
Podemos invertir en el transporte público, crear espacios verdes 
y lograr que más personas participen en las decisiones de 
planificación urbana. De esa manera, podemos conservar las 
cosas que nos gustan de las ciudades y cambiar que no.” P 14 
 

urbanos y el interés general. Asimismo vimos 
como justamente en ese punto se acababan las 
competencias sobre la propiedad –línea 
abstracta divisoria del derecho objetivo y 
subjetivo- ya que otras reivindicaciones no eran 
atendidas de igual modo. El derecho al acceso a 
la vivienda, al trabajo, a la participación política, al 
espacio público, a la movilidad, al desarrollo 
sostenible, a la economía social, a la salud 
universal…–todo ello englobado en el Derecho 
a la Ciudad- no posee calidad de derecho 
objetivo y por tanto se queda en el subjetivo39, 
como mero horizonte al que tender, y en 
permanente disputa con las lógicas de rechazo 
inversas: gentrificación, expulsión, 
condominización, exclusión, comercialización, 
mercantilización, acaparación, etc. 
 
Este Derecho a la Ciudad queda reflejado en 
documentos estratégicos y recomendaciones 
globales que poseen la virtud de aglutinar a 
muchos agentes en torno a dichas conclusiones 
pero que por su propio carácter transversal, 
abierto, inclusivo y poco vinculante se 
desdibujan y acaban acudiendo a lugares 
comunes y obviedades con las que todos 
estaríamos de acuerdo –aunque finalmente no 
se cumplen- Así pasa con las recientes cumbres 
COP21 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible 
del PNUD 40  o la Nueva Agenda Urbana 
propuesta en Habitat III por la ONU. 
Pero ¿qué pasaría si realmente tornásemos esos 
objetivos en derechos? ¿Podríamos trasponer 
las políticas comunitarias aplicables al campo y al 
medioambiente a nuestras ciudades? 41  ¿Qué 

41  Lora-Tamayo Vallvé M. La EUropeización del territorio. 
Madrid: Dykinson; 2013. 
“En esta línea conceptual y tras una década de los noventa 
caracterizada por la experimentación y quizás una cierta 
dispersión podemos considerar que en estos momentos 
contamos con un marco de referencia a nivel europeo bastante 
favorable para poder llevar a cabo un verdadero cambio de 
enfoque en las políticas urbanas en los que prime la 
sostenibilidad. 
A la creación de este marco de referencia más estable han 
contribuido, de una parte la precisión científico conceptual de 
aquello que ha de entenderse por desarrollo urbano sostenible, 
y de otra la implementación de una serie de medidas y la 
aprobación de una serie de programas que en el ámbito local 
promuevan y financien actuaciones y proyectos urbanísticos 
presididos por la idea de la sostenibilidad. Es decir parece que 
ya sabemos en qué consiste la integración medioambiental en la 
ciudad y quién debe llevarla a cabo. Y lo más importante como 
iremos poniendo de relieve a lo largo de este capítulo el 
medioambiente va a ser el principal factor integrador que 
legitime la entrada del derecho comunitario en la regulación de 
los usos del suelo.” P16-17 
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ocurriría si estableciésemos un sistema de 
derechos –al igual que la PAC- que permita 
establecer unas ayudas por “trabajar” el espacio 
urbano más allá de su condición de propiedad, 
que repercuta de forma directa en los objetivos 
planteados tanto en los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, la Nueva Agenda Urbana y el 
Derecho a la Ciudad? Esta es la propuesta que 
aquí planteamos: la inclusión de un sistema 
denominado Derechos de Cuidado Urbano. 
 
Los Derechos de Cuidado Urbano DCU es un 
sistema que emula las lógicas beneficiosas de la 
PAC trasponiéndolas a la ciudad42. Se basa en el 
cuidado urbano, es decir, la preocupación 
ciudadana, comunitaria y colectiva sobre la 
ciudad en su forma amplia43, que busca mejorar 
todos aquellos aspectos recogidos en los 
objetivos planteados en los derecho subjetivos 
no normativos. De esta forma el cuidado urbano 
abarca la ocupación y uso de viviendas vacías –
que no usucapión44- , la mejora de la movilidad, 
la recuperación de espacios públicos y 
comunitarios, las producción de energía 
renovable y el metabolismo urbano, el 
desarrollo social, la economía solidaria, el 
reciclaje, la gestión sostenible de los residuos, la 
mejora en la calidad del aire, la eficiencia 
energética, la innovación social, la calidad del 
espacio público, la inclusión social, la igualdad, la 
ampliación de derechos y todas aquellas 
cuestiones que influyen directa o indirectamente 
en la imagen y funcionalidad urbana. 
 
El cuidado urbano debe hacerse de forma 
condicionada, desacoplada y en base a la 

                                                   
42 Lefebvre H. El derecho a la ciudad. 4ª Edición ed. Barcelona: 
Ediciones Península; 1978. 
“La relación “urbanidad-ruralidad” no desaparece por tanto; por 
el contrario: se intensifica.” P 27 
 
43 Santo Padre Francisco. Carta Encíclica LAUDATO SI´ 2015. 
 “No todos están llamados a trabajar de manera directa en la 
política, pero en el seno de la sociedad germina una innumerable 
variedad de asociaciones que intervienen a favor del bien común 
preservando el ambiente natural y urbano. Por ejemplo, se 
preocupan por un lugar común (un edificio, una fuente, un 

actividad, sujeto a las prioridades establecidas en 
cada ciudad, en cada distrito y en cada barrio, en 
función de las problemáticas específicas de cada 
escala y territorio, y de sus potencialidades y 
áreas de oportunidad, dimensionando los 
recursos disponibles para ello y priorizando las 
acciones apoyadas. 
 
Además este cuidado urbano debe generar una 
serie de derechos propios que estén asociados 
no a los propietarios de los suelos en los que se 
practica ese cuidado, sino a las personas que 
ejecutan dichos cuidados, de forma que las 
ayudas recaigan sobre las personas que trabajan, 
practican y cuidan de nuestras ciudades, con 
independencia de si son propietarios o no de la 
misma. 
 
Finalmente el cuidado urbano debe ejecutarse 
de forma desacoplada, es decir, con 
independencia al valor del suelo urbano, 
desconectado de su valor catastral, de su 
capacidad productiva o de generación de 
plusvalías, incluso de su localización, centralidad 
o simbolismo, armonizando y equilibrando 
territorialmente el paisaje urbano en base a su 
valor sustantivo y esencial, y no a las lógicas 
mercantiles, gentrificadoras, de modas o 
cotizaciones coyunturales y/o estratégicas. 
 
Para ello los Derechos de Cuidado Urbano, al 
igual que en el campo la PAC tipifica los distintos 
tipos de terreno en base a los que sintetiza su 
sistema de derechos, los DCU se sintetizan en 
base al espacio urbano en el que se desarrollan 
y con una medida clara: su superficie. De esta 

monumento abandonado, un paisaje, una plaza), para proteger, 
sanear, mejorar o embellecer algo que es de todos. A su 
alrededor se desarrollan o se recuperan vínculos y surge un 
nuevo tejido social local. Así una comunidad se libera de la 
indiferencia consumista. Esto incluye el cultivo de una identidad 
común, de una historia que se conserva y se transmite.” P174 
	
44Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420.  
“La prescripción adquisitiva o usucapión consiste en la 
adquisición del dominio u otro derecho real susceptible de 

forma se proponen inicialmente 9 categorías de 
DCU: 
 
1) Viviendas Vacías 
2) Cubiertas Vacías 
3) Solares Vacíos 
4) Fachadas y Lindes 
5) Locales Vacíos 
6) Estacionamiento 
7) Espacios sin Usos 
8) Cogestión Espacial 
9) Lugar de Reciclaje 
 
Todas ellas poseen la misma unidad de medida: 
la superficie del espacio cuidado en metros 
cuadrados. 
 
De esta forma existen nueve tipologías espaciales 
que son susceptibles de ser cuidadas. Y el 
contenido de dichos cuidados es tan amplio 
como las demandas existentes en el Derecho a la 
Ciudad o los 17 Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. Así puedo utilizar una cubierta vacía 
para producir energía renovable, para 
producción agroecológica, para espacio público 
comunitario o para actividades culturales 
inclusivas. De igual modo una fachada puede 
captar energía, fijar CO2 o incluir murales de arte 
urbano. Una vivienda vacía puede ocuparse con 
un inquilino para dotarle de una función social, 
un local puede conformar una cooperativa 
productiva, o un espacio municipal puede 
cogestionarse con la comunidad de 
beneficiarios o vecinos. Así mismo un 
estacionamiento puede ser recuperado para 
generar espacios públicos o lugares de reciclaje, 
o un huerto comunitario. 
 
Un espacio de cuidado de la ciudad, como es 
Campo de Cebada en Madrid, con una 
superficie aproximada de 2.400 m² alberga 
varios espacios y usos de cuidado urbano: 
huertos, zonas de deporte, espacios de 
asamblea ciudadana, taller de reciclaje y 
compostaje, zonas de almacenaje, espectáculos 
y cultura libre, áreas multifuncionales, etc. 
Pongamos que posee 20 m² de zona puramente 
de reciclaje A su vez recupera fachadas y lindes 
con una superficie aproximada de 800 m² –muro 
perimetral, medianera con el mercado…-. Todo 
ello supondría, una vez aprobado el proyecto, 
un monto de DCU que se calcularían de la 
siguiente forma: 2.400 m² DCU03 (*8€/m²año) + 
800 m² DCU04 (*4€/m²año) + 20 m² DCU09 
(*24€/m²año)= 22.880 €/año. Un espacio como 
Campo de Cebada generaría unos derechos 
anuales de algo más de 22.000 € que se 
distribuirían a las personas físicas a cargo del 
espacio –las aprobadas en proyecto- y que 
serían las destinatarias y responsables de los 
cuidados y programas propuestos. 
 
Es importante remarcar que la generación de 
DCU no es incompatible con el derecho a la 
propiedad, ni la invalida, ni la pone en peligro, ni 
la cuestiona…Los Derechos de Cuidado 

posesión, mediante el mantenimiento de una situación posesoria 
en concepto de dueño durante un determinado plazo de 
tiempo, y de acuerdo con el resto de condiciones fijadas por la 
Ley. En su virtud, pues, un poseedor civil deviene propietario por 
el transcurso del tiempo, si su posesión se ha realizado en 
concepto de dueño y no ha sido interrumpida”. P 407 
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Urbano deben respetar escrupulosamente la 
legalidad establecida y contar siempre con la 
aceptación del propietario de cualquiera de los 
lugares y espacios categorizados en los 9 DCU, 
sea la propiedad pública o privada. De igual 
manera en el momento en que la propiedad 
decida cancelar su conformidad con el cuidado 
urbano practicado ésta dejará de tener efecto 
sobre dicho espacio, revirtiendo los DCU a la 
reserva. Es claro y meridiano que la generación 
de derecho sobre propietarios particulares será 
tratada de distinta forma que con propietarios 
públicos cuyo grado de vinculación es mayor 
como garantes del sistema de cuidados, versión 
extendida de la actual función social del suelo. 
 
El funcionamiento del sistema de Derechos de 
Cuidado Urbano es prácticamente similar a la 
establecida por la PAC. En un primer momento 
se establece un Reserva DCU que será el 
órgano gestor y regulador de los Derechos. Esta 
reserva estará compuesta por una mesa plural 
que aglutine perfiles políticos, técnicos y 
ciudadanos. La Reserva DCU establecerá la 
escalaridad de los derechos –por ciudad, distrito 
o barrio- el presupuesto total destinado a dichas 
ayudas y la priorización de las mismas en base a 
cada una de las 9 clases de DCU. En este sentido 
cada ciudad determinará estas tres variables en 
un ejercicio de planificación en función de su 
tamaño, población, extensión,  conexión, 
complejidad, necesidades, expectativas, etc.  
 
Una vez definidas las premisas iniciales la Reserva 
DCU establecerá una convocatoria pública 
diferencial para cada uno de los 9 tipos de DCU 
para la cesión de derechos DCU a la que 
podrán presentarse todas aquellas personas, 
colectivos, agentes, asociaciones o vecinos a 
título particular o colectivo que lo deseen. En el 
proyecto presentado se debe  detectar un 
espacio e identificar la necesidad y/o propuesta 
programática, de uso, infraestructural, etc. 
Además, en función de la clase de derecho al 
que se presenten los proyectos, éstos deberán 
contar con un estudio de actividad, estudio 
técnico, estudio de impacto ambiental, 
aceptación de la propiedad –solo en caso de no 
ser municipal-, etc. Todos los proyectos deben 
tener un claro legado que aportar desde una 
lógica que asegure su carácter comunitario, 
abierto, inclusivo y público, sin que puedan 
favorecer sólo intereses particulares, sino en pos 
de la función social. 
 
La Reserva DCU emitirá un listado de propuestas 
aceptadas en la convocatoria –provisional y 
definitivo con posibilidad de subsanación- y 
valorará los proyectos en base al cumplimiento 
de los pliegos administrativos y técnicos basados 
en la planificación previa de los DCU. 
Posteriormente emitirá una propuesta de 
adjudicación contra la que podrán presentarse 
las alegaciones y consideraciones que se deseen. 
Finalmente, una vez revisada toda la información 
se procederá a establecer el listado de 
proyectos aprobados y el listado de agentes 
que percibirán los derechos planteados. Los 
derechos percibidos no tienen porque 
corresponder con los solicitados, permitiendo 

                                                   
45 Carrasco Perera Á. Derecho civil. Quinta Edición ed. Madrid: 
Tecnos; 2016:420. 
“La persona constituye el centro de gravedad de todo 
ordenamiento jurídico democrático. Ella es la destinataria de las 
normas jurídicas que lo integran y en su favor se encuentran 

que se ajusten los mismos en base a la aceptación 
parcial o total de las superficies propuestas. 
Asimismo podrán establecerse modificaciones y 
cambios –de obligado cumplimiento- y 
recomendaciones –discrecionales- acerca de 
cualquier aspecto del proyecto presentado, 
siempre de forma justificada debidamente. Los 
DCU sólo pueden otorgarse a personas físicas45 
–no jurídicas-. 
La aprobación del proyecto dará como lugar a 
la consecuente obtención de Derechos de 
Cuidado Urbano, atribuibles en proporción 
presentada o modificada a las personas físicas 
propuestas en el proyecto presentado con los 
porcentajes establecidos. La titularidad de los 
DCU en su porcentaje dará lugar a la preceptiva 
remuneración en base a la multiplicación de los 
metros cuadrados de superficie aprobada en el 
proyecto por el precio del derecho obtenido. 
El importe resultante se abonará anualmente a 
los titulares de los derechos. 
 
Éstos a su vez se comprometen a ejecutar el 
proyecto presentado de la forma más fidedigna 
posible, con seguimiento a las aportaciones clave 
perseguidas y atendiendo a la reversibilidad y 
viabilidad del proyecto.. Además estarán 
obligados a elaborar memorias anuales de 
actividad donde se recojan las principales 
acciones acometidas, los beneficiarios, los 
conflictos y cualquier aspecto relevante para el 
desarrollo del proyecto. Además estarán 
disponibles y deberán colaborar en la 
realización de auditorias anuales por parte de la 
autoridad competente –área de gobierno, 
distrito o entidad designada-. La remuneración 
de los derechos NO deberá ser justificada en las 
memorias anuales.  
 
En este sentido los DCU difieren de una 
subvención o convenio convencional. La 
subvención y el convenio poseen un carácter 
temporal y puede ser firmado con una entidad 
jurídica. Además la subvención posee un amplio 
grado de discrecionalidad y suele estar asociada 
al desarrollo de un trabajo puntual. El convenio 
asimismo hace referencia a un servicio específico. 
En el caso de los DCU son derechos adquiridos 
y mantenidos en el largo plazo, que no necesitan 
ser justificados ya que son complementos a la 
renta de las personas físicas que ejecutan 
acciones de cuidado urbano con un beneficio 
comunitario. 
 
En este sentido la colaboración esperada por los 
titulares de los derechos, así como, de forma 
indirecta, por los propietarios de los soportes 
urbanos dónde se desarrollan los mismos, será 
máxima, ya que reciben ayudas dinerarias por 
ellos y harán lo necesario para mantener las 
mismas. El funcionamiento del sistema de 
inspección será similar al existente en el 
desempleo –en el que todas las personas 
cumplen con la obligación de “fichar” 
periódicamente a riesgo de perder la 
prestación-, que a las inspecciones con carácter 
recaudatorio o sancionador en las que la 
colaboración del afectado es inexistente cuando 
no de dificultar u ocultar directamente. 
 

reconocidos, sobre todo frente al Estado, los derechos, los 
bienes y las posiciones jurídicas fundamentales” P 70 
 
46 Lefebvre H. El derecho a la ciudad. 4ª Edición ed. Barcelona: 
Ediciones Península; 1978. 

Los DCU sufrirán, como es de esperar en una 
propuesto socioeconómica de esta naturaleza46, 
un sinfín de nuevas “oportunidades de negocio” 
alrededor de los mismos. Y es que más allá de su 
pensamiento originario que trata de cuidar la 
ciudad y los espacios comunes de la misma con 
retornos directos a la comunidad, el territorio y 
sus sucesores, además de contribuir a la renta de 
los cuidadores urbanos, el mercado de DCU 
generará un mercado secundario de derechos 
en los que se podrán transferir, subrogar o 
subcontratar trabajos en base a los derechos 
adquiridos. De esta forma podrán surgir 
pequeñas empresas que gestionen dichos 
derechos –la obtención, mantenimiento, 
tramitación, justificación, traspaso, etc.- así como 
pequeños profesionales y técnicos que puedan 
realizar labores puntuales para cubrir trabajos o 
espacios. El sistema prevé esos nuevos espacios 
de empleabilidad siempre y cuando los 
objetivos generales se mantengan y se cumpla 
con las funciones y los objetivos aprobados sin 
perjuicio para la comunidad o la propia Reserva. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

“Ello supone por consiguiente substituir la planificación 
económica por una planificación social, cuya teoría apenas está 
elaborada.” P 147 
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El economista Ricardo pronosticó en el siglo XIX 
cómo el valor del suelo rural aumentaría de 
forma ilimitada y sostenida en el tiempo, debido 
al incremento prolongado y constante de 
población en Europa, que era mayoritariamente 
campesinado. El escenario planteado por 
Ricardo conducía a una presión mayor del 
campesinado sobre el campo haciendo que 
éste cada vez valiese más, debido a su escasez 
con respecto a la población, y por tanto 
planteaba nuevos impuestos progresivos a los 
terratenientes que eran los beneficiarios pasivos 
del aumento del valor de sus tierras por presión 
demográfica. Ricardo se equivocó. La Revolución 
Industrial, el masivo movimiento de población 
del campo a la ciudad y la mecanización del 
primero hicieron que el valor de la tierra rural 
comenzase a decrecer hasta nuestros días. 
 
Al igual que la previsión que postuló Ricardo, 
hoy vivimos un inexorable aumento de los 
precios del suelo urbano, haciendo que éste se 
revalorice de forma constante y que, por tanto, 
los propietarios de dicho suelo asistan felices al 
aumento de –posibles y futuras- plusvalías de su 
propiedad sin hacer prácticamente nada –
especulación-. Pero ¿quién nos dice que ese 
círculo no pueda romperse y que dicha 
linealidad se interrumpa como pasó con la 
previsión del economista judío? Hoy en día 
asistimos a una nueva revolución tecnológica que 
plantea esquemas novedosos a nivel laboral –
como el teletrabajo, videoconferencias, 
documentos compartidos, servidores online…-, 
a nivel comercial –envío de paquetería mediante 
drones, consumo colaborativo, economía 
compartida- a nivel comunicacional –, nuevas 
tecnologías, infraestructuras ultrarrápidas de 
transporte- e incluso a nivel afectivo –relaciones 
virtuales…- Quizás la ciudad se trasforme, y 
nosotros con ella, y podamos vivir, trabajar y 
relacionarnos de nuevo en el campo. Quizás las 
ciudades se redistribuyan, se dispersen, se 
recentralicen haciendo que el valor del suelo 
varíe de forma drástica imponiendo nuevas 
lógicas distintas a las actuales. Si esto fuera así la 
lógica economicista e inversionista existente en la 
actualidad no tendría sentido –como la lógica 
productiva de la posguerra que planteó la PAC- 
y por tanto las políticas públicas urbanas 
deberían reorientarse hacia el cuidado urbano. 
¿Es el momento de que esto empiece a pasar? 
El agotamiento del modelo vigente evidencia  
que sí. 
 
La Política Agrícola Comunitaria -PAC- entendió 
cómo la fase desarrollista de producción 
agropecuaria llevó –una vez superada la primera 
etapa de escasez y modernización- a la aparición 
de excedentes, bajadas de precios, cuotas y 
dumping social, y ello le llevo a reorientar su 
política hacia el cuidado del entorno rural –
paisajismo-, la calidad del medio ambiente –aire, 
acuíferos, corredores ecológicos…-, el 
complemento de renta de los agricultores y 
ganaderos –fijación de población, relevo 
generacional…- y la soberanía alimentaria. Para 
ello estableció una serie de ayudas asociadas en 
base a la Condicionalidad de las políticas de 
cultivo comunitario –planificación, diversificación, 
buenas prácticas, coordinación, 
medioambiente…- la Actividad del agricultor y 
el trabajo de la tierra, sea éste propietario o no 
de la misma, y el Desacoplamiento de la ayuda 
con respecto a la productividad de la tierra. 

De igual forma la Política Urbana Comunitaria –
inexistente hasta la fecha- debería transformar su 
falta de coordinación –que se traduce en una 
insostenible carrera desarrollista de los 
municipios y núcleos urbanos- en el Cuidado 
Urbano, en el que los criterios administrativos 
apuesten claramente por un desacoplamiento 
de la “productividad urbana” –entendida ésta 
como el desarrollismo, las grandes operaciones 
inmobiliarias, los megaproyectos, las 
infraestructuras faraónicas…- y lo reorienten 
hacia políticas de cuidado urbano, en el que los 
espacios ya existentes se reaprovechen y se 
doten de nuevos usos, programas y capacidades 
que incidan en la autoproducción energética –
renovable- en la soberanía alimentaria, en la 
calidad del espacio público, en la utilización del 
parque inmobiliario –sin viviendas vacías-, en la 
implicación directa de la ciudadanía en la 
cogestión de su ciudad, en el reciclaje y 
eficiencia de los recursos materiales, en la 
progresiva eliminación de la movilidad 
motorizada contaminante y sustitución por otras 
formas de movilidad, etc. 
 
Ello solo puede hacerse a través de una clara 
apuesta por dichas políticas, que inviertan en los 
cuidadores urbanos a través de sus proyectos 
de mejora y cuidado de nuestras ciudades a 
través de sus espacios. Los Derechos de 
Cuidado Urbano –DCU- formulan un 
instrumento idóneo para implementar dichas 
políticas de una forma decidida, congruente y 
contundente.  
 
Los Derechos de Cuidado Urbano DCU 
establecen un marco en el que la realización de 
experiencias urbanas transformadoras quedan 
amparadas y protegidas por la integración de 
aspectos legales y económicos. Esta doble 
condición –adquisición de derechos aparejados 
con ayudas económica- hace que nuevas 
herramientas de planeamiento, diseño y gestión 
urbana puedan ser protegidas, consolidadas, 
incubadas y replicadas. La convergencia de la 
actividad territorial, jurídica y económica reside 
en la confluencia de lo privado como en lo 
público, haciendo que la ciudad salga de dicho 
binomio –la ciudad como procomún-. 
Todas estas prácticas tienen como fin último la 
transformación del modelo de urbanización 
vigente en base a criterios comunitarios, 
medioambientales, inclusivos, éticos, estéticos y 

corresponsables. Aquellas iniciativas comunitarias 
que desarrollen labores de cuidado urbano 
deben poseer mecanismos institucionales que 
contribuyan a que el conjunto de la ciudad y su 
ciudadanía sea capaz de progresar en su 
autonomía, emancipación y soberanía –
energética, alimentaria, tecnológica, económica, 
política, cultural…-. La recuperación de la 
soberanía a través del cuidado urbano de cada 
ciudad redundará en la incansable búsqueda de 
la equidad urbana a través de la justicia social 
pero también de la justicia espacial. 
 
En este sentido la trasformación planteada 
comienza por la cada una de las ciudades en las 
que se implanten DCU. La ciudad es el escalón 
más cercano a las ciudadanas, y por tanto debe 
liderar este tipo de procesos. Esta red de 
cuidados urbanos es una red de prácticas de 
cuidados distribuidas a lo largo de las “Ciudades 
Unidas” que conforman dicha red. Una acción 
conjunta descentralizada territorialmente a la par 
que basada en la construcción colectiva.  
 
A su vez cada ciudad será en sí misma una red 
distribuida de espacios y lugares –placemaking- 
donde la Ética de los Cuidados –urbanos- de 
desarrolla como contrapunto a la ciudad 
construida sobre principios comerciales –Who 
owns the city?- y donde el “vivir” sea la 
centralidad, desplazando al “invertir”. Los 
Derechos de Cuidado Urbano apelan y 
trascienden la mera urbanización de la ciudad –
construcción material e irreversible del suelo 
urbano- a la construcción inmaterial y colectiva 
de la Ciudad. Construir la sanidad –no un 
hospital-, edificar la justicia –no la “Ciudad de la 
Justicia”…-. Derechos de Cuidado Urbano para 
la vida urbana. 
 
La propuesta de Derechos de Cuidado Urbano 
no es ninguna utopía. No es una ensoñación 
carente de significado. No es una idea feliz, 
desarraigada y sin referencias. No es una política 
vieja, antisistema, comunista, centralizadora, 
regresiva o expropiatoria. Se fundamenta, revisa 
y traspone una Política Comunitaria actual, 
vigente, sistémica, respaldada, exitosa, progresiva 
y modernizadora que aplican en más del 70% de 
la superficie de nuestros lugares: aquellos que no 
son ciudad –todavía…- 
 

Los Derechos de Cuidado Urbano: 
 
- Propiciarán la urbanidad, es decir, una ciudanía empoderada, solidaria, 
proactiva y emancipada. 
- Propiciarán la participación ciudadana y la gobernanza colectiva. 
- Propiciarán la coproducción concertada de la ciudad y el manejo 
colectivo del hábitat urbano concertado 
- Propiciarán la mejora del medio ambiente urbano y armonización con 
la naturaleza del territorio que lo sustenta. 
- Propiciarán los espacios abiertos, la diversidad cultural, la soberanía 
alimentaria y energética, el reciclaje, la movilidad, el acceso a la vivienda, 
la economía social y la cogestión urbana. 
- Propiciarán la recursividad, redistribución y armonización inclusiva e 
igualitaria de actividades productivas y reproductivas en la ciudad. 
- Propiciarán el embellecimiento y la mejora estética del paisaje urbano. 
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De acuerdo con los instrumentos de 
planificación contemplados, cada administración 
determinará las cuantías dedicadas a  dichos 
derechos, establecerá su escalabilidad, la 
composición de su órgano regulatorio, las 
prioridades de intervención, etc. Y ello deberá 
redundar en una mejor ciudad, más inclusiva, 
sostenible, ética y abierta. Donde las redes de 
ayuda mutua, la corresponsabilidad, el trabajo en 
red, la participación, la coproducción urbana, la 
justicia social, el medioambiente y tantos otros 
capitales y valores colectivos estén reconocidos, 
instituidos y retribuidos. Que todos los objetivos, 
deseos y compromisos a los que nos sumamos 
de forma incuestionable dejen de ser un cúmulo 
de buenas intenciones y lugares comunes para 
ser un verdadero compromiso de política 
pública que conlleve una inversión colectiva 
congruente para que los lugares de nuestro 
hábitat sean mejores cada día, para nosotros y 
para nuestras próximas generaciones. 
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Definición: Arrendamiento y Ocupación –en 
régimen de alquiler- de vivienda anteriormente 
desocupada –“Vivienda Vacía”. 
Justificación: “Gente sin casas, casas sin gente”  
Un mercado inmobiliario que posee una gran 
cantidad de viviendas vacías en nuestras 
ciudades -con fines especulativos- necesita 
introducir fines sociales en la vivienda a través 
del alquiler a largo plazo a moradores locales en 
sus barrios. 
Relevancia: La progresiva ocupación del 
parqué inmobiliario vacante por moradores 
locales permitirá un refuerzo vital en las 
ciudades, evitando la gentrificación –expulsión, 
sustitución, desplazamiento, especulación, 
espectacularización, etc.…-, priorizando los 
fines sociales de la vivienda y permitiendo 
establecer “proyectos de vida” a la población. 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU01. 
Justificación conformidad propietario vivienda.  
Justificación de “vivienda vacía” –relación de 
consumos y suministros –agua, luz, gas, 
teléfono…- de los últimos 5 años-. Aprobación 
de proyecto. 
Titular Derechos: Arrendatarios. En caso de 
que el titular del derecho abandone la vivienda 
con anterioridad a la finalización del período los 
derechos revierten a la reserva DCU01. El 
nuevo arrendatario podrá solicitar dichos 
derechos pendientes por el período no 
disfrutado previa aprobación de la solicitud 
correspondiente –evitando mala praxis-. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  16 €/ m ² año 
Período Derecho: 12 años –no prorrogable- 
Revisión: Anual. Informe bipartito –
arrendatario y auditoría-. Aprobación 
propiedad privada particular –no 
administración-. 
Observaciones: Las políticas públicas para 
evitar las “viviendas vacías” se centran en gravar 
de forma disuasoria la existencia de las mismas a 
través de un incremento impositivo. Los DCU01 
se centran en la figura proactiva del arrendatario 
como agente transformador y su capacidad de 
negociación para ocupar viviendas vacantes. 
Ambas acciones son complementarias y no 
excluyentes. 
 

 
 
Definición: Creación de proyectos  
comunitarios de mejora urbana en cubiertas 
vacantes. 
Justificación:  Usualmente “La quinta fachada” 
queda a merced de un cúmulo de instalaciones 
varias –chimeneas, antenas, repetidores, 
climatización…- o de publicidad corporativa, 
desaprovechando el espacio existente y 
ofreciendo una imagen urbana residual y 
antiestética. 
Relevancia: La inclusión en cubiertas de 
espacios y proyectos de mejora urbana ayudará 
a la ciudad en su imagen, funcionalidad y 
metabolismo, además de ofrecer nuevos 
espacios estanciales y/o productivos a la 
comunidad del inmueble. Cubiertas verdes 
recreativas, huertos urbanos productivos, 
espacios de captación energética –renovable-, 
proyecciones culturales, espacios de reunión y 
participación 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU02. 
Aceptación por parte de la comunidad de 
propietarios. Estudio de las actividades 
planteadas.  Estudio de seguridad. Estudio 
técnico. Estudio de impacto ambiental –
acústico, visual, etc.-. Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. Deben ser residentes 
del inmueble –no tienen porqué ser 
propietarios-. Si el titular de los derechos pierde 
su condición de residente en dicho inmueble 
debe transferir los derechos a otro residente –
previa comunicación a la reserva- o retornarlos 
a la reserva DCU02. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  20 €/ m ² año 
Período Derecho: 20 años –prorrogable- 
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 
Observaciones: Quedan excluidos los 
proyectos sobre cubiertas cuyo usufructo no 
sea comunitario y abierto a –al menos- todos los 
residentes en el inmueble.  Las cubiertas, 
balcones, terrazas y demás espacios –privados 
y/o comunes- cuyo usufructo sea privativo 
deberán “abrirlo” a la comunidad para poder 
optar a derechos DCU02. 
 

 
 
Definición: Creación de proyectos de mejora 
urbana en solares vacíos. 
Justificación:  Nuestras ciudades se 
encuentran trufadas de solares vacíos. Tanto de 
titularidad pública como privada estas parcelas 
vacantes esperan que las inversiones se 
materialicen, que el valor del suelo se revalorice, 
que se resuelvan sus situaciones jurídicas o 
simplemente que la coyuntura global permita su 
intervención. Vallados, cercados, vacíos, sucios e 
inactivos suponen áreas de oportunidad como 
“Espacios del Durante” –meanwhile spaces- 
Relevancia: La inclusión de proyectos de 
mejora urbana –funcionalidad, productividad, 
carácter comunitario, desarrollo de proyectos, 
actividad económica, revitalización comercial…- 
en dichos solares supone un aliciente para dotar 
a la ciudad de una mayor complejidad, a la par 
que la conservación, el mantenimiento y la 
función social de los solares vacíos –tanto de 
titularidad pública como privados-. 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU02. 
Aceptación del propietario. Estudio de las 
actividades planteadas. Estudio de seguridad. 
Estudio técnico. Estudio de impacto ambiental –
acústico, visual, etc.-. Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. El derecho de 
propiedad privada particular –no 
administración-  prevalece por lo que si el 
propietario desea cancelar el proyecto debe 
esperar al informe anual correspondiente para 
comunicarlo y hacerlo efectivo. En el caso de 
cancelación por el propietario –o de abandono 
por el titular- los derechos pasan a la reserva 
DCU03. El titular puede transferir sus derechos 
a otras personas físicas previa comunicación a la 
Reserva y actualización de valor de los mismos. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  8 €/ m ² año 
Período Derecho: 24 años –prorrogable-.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 
Observaciones: Los proyectos presentados 
pueden contener actividades mercantiles y de 
actividades económicas que dinamicen 
comercialmente la ciudad o mejoren su 
actividad económica. No obstante se priorizará 
su carácter comunitario y su inclusión en los 
parámetros de la Economía Social y Solidaria 
ESS. 
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Definición: Creación de proyectos de mejora 
urbana en fachadas, medianeras, lindes, muros, 
etc. 
Justificación:  Gran parte del reto en la 
mejora de la eficiencia y el ahorro energético 
está directamente relacionado con la calidad de 
la construcción y el aislamiento y 
comportamiento de las envolventes 
edificatorias. Además éstas socializan la imagen 
urbana: las fachadas de las calles, las medianeras 
y testeros vistos, los muros y límites 
existentes…en muchas ocasiones carentes de 
belleza, mal mantenidas, sucias, monótonas y 
prosaicas. 
Relevancia: Nuevas inversiones son necesarias 
en nuestras fachadas: mejoras en la eficiencia 
energética y el ahorro –más y mejor aisladas, 
dispositivos de captación energética, fijación de 
emisiones de CO2 a través de la plantación y 
desarrollo de vegetación viable, 
embellecimiento de las mismas a través de 
murales, pinturas, fotografía urbana, poesía u 
otro tipo de acciones artísticas. Ello redunda en 
una imagen urbana más actual, bella y atractiva, 
en la reducción del conjunto del consumo 
urbano, en la mejora de las condiciones de vida 
de sus moradores. 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU03. 
Aceptación de la comunidad de propietarios. 
Estudio de seguridad. Estudio técnico. Estudio 
de impacto ambiental –acústico, visual, etc.-. 
Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. Deben ser residentes 
del inmueble –no tienen porqué ser 
propietarios-. Si el titular de los derechos pierde 
su condición de residente en dicho inmueble 
debe transferir los derechos a otro residente –
previa comunicación a la reserva- o retornarlos 
a la reserva DCU04. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  4 €/ m ² año 
Período Derecho: 20 años –prorrogable-.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 

 
 
Definición: Recuperación de locales y plantas 
bajas para la reactivación urbana. 
Justificación:  La existencia de plantas bajas, 
locales y bajos comerciales y con actividad 
económica ha sido una premisa ineludible para 
la complejidad y compacidad histórica urbana, 
mezclando actividades colocalizadas en el 
espacio y dotando de servicios y actividades 
diversas los núcleos urbanos. La progresiva 
externalización de un modelo suburbano 
importado aleja las superficies comerciales y de 
ocio hacia las periferias de las ciudades. Además 
fenómenos como el desarrollismo desbocado y 
los efectos del ciclo económico hace que 
múltiples locales y bajos comerciales se 
encuentren vacantes, abandonados, cerrados, 
con toda suerte de vallas y verjas, esperando su 
oportunidad. 
Relevancia: Los locales y espacios comerciales 
situados en plantas bajas suponen una excelente 
oportunidad para integrar actividades 
económicas, comerciales, culturales y sociales 
directamente relacionadas con la vida urbana, el 
tránsito y la movilidad sostenible, el cuidado de 
los espacios públicos, los servicios de 
proximidad, la producción local, el autoempleo, 
el conocimiento y la tecnología, los 
emprendimientos y trabajos colaborativos.  
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU05. 
Aceptación del propietario. Estudio de 
actividad. Estudio de seguridad. Estudio técnico. 
Estudio de impacto ambiental –acústico, visual, 
etc.-. Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. El derecho de 
propiedad privada particular –no 
administración- prevalece por lo que si el 
propietario desea cancelar el proyecto debe 
esperar al informe anual correspondiente para 
comunicarlo y hacerlo efectivo. En el caso de 
cancelación por el propietario –o de abandono 
por el titular- los derechos pasan a la reserva 
DCU05. El titular puede transferir sus derechos 
a otras personas físicas previa comunicación a la 
Reserva y actualización de valor de los mismos. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  20 €/ m ² año 
Período Derecho: 12 años –no prorrogable-
.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 

 
 
Definición: Ganancia de espacio público a 
través de la eliminación de superficie de 
estacionamientos. Subsidiariamente mejora de la 
calidad del aire y ruido ambiente por la 
reducción de vehículos motorizados 
contaminantes. 
Justificación:  La presión y protagonismo del 
automóvil ha condicionado el reparto espacial, 
el diseño urbano y la conformación de nuestras 
ciudades, dotando de ingentes cantidades de 
superficie pública para su movilidad y su 
estacionamiento. Esta capitalización del 
automóvil restringe gravemente la capacidad 
urbana de diseñar sus espacios, recuperar lo 
público para otros tipos de movilidad, otros 
usos y para el recreo social y colectivo, Además 
de la insoslayable contaminación atmosférica, la 
calidad del aire, el ruido y los atascos en las 
ciudades. 
Relevancia: Se promueve un progresivo 
abandono de la lógica imperante del vehículo 
motorizado contaminante en propiedad que 
ocupa espacios urbano –de todos-. Por ello se 
dota de derechos a aquellos titulares que 
abandonen el uso de estacionamiento en 
espacios públicos para su vehículo en 
propiedad y que practican otras formas de 
movilidad –peatonal, bicicleta, transporte 
público, vehículo y/o trayecto compartido-. 
Obtención Derechos: Justificación de 
abandono del sistema de aparcamiento en 
superficie para residentes -tipo P.A.R. o similar-. 
También justificación de no titularidad o 
propiedad de vehículo motorizado. Ambos con 
justificación de antigüedad de, al menos, tres 
años. Proyecto de movilidad alternativo. 
Aprobación de solicitud. 
Titular Derechos: Persona que abandona el 
P.A.R. o no posee vehículo motorizado 
contaminante en propiedad. El titular puede 
usar otros vehículos –otra titularidad-, vehículos 
motorizados de alquiler o intercambio en 
sistemas registrados y regulados de movilidad 
compartida. Si el titular decide adquirir un 
vehículo sus derechos pasan a la reserva 
DCU06.  
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  36 €/ m ² año 
Período Derecho: 48 años –no prorrogable-
.  
Revisión: Periódica -integrado en S.E.R. o 
similar-.  Registro D.G.T. y Tráfico competentes. 
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Definición: Recuperación, integración y 
propuesta de usos comunes en espacios de 
toda índole: espacios intersticiales, terrain vagues, 
espacios residuales, tierra de nadie, vacantes 
infraestructurales, bordes, fracturas, espacios de 
oportunidad, superficies muertas, etc. 
Justificación:  La planificación no llega a 
pensar todos los espacios que se generan en la 
ciudad, y su propia evolución deposita 
elementos urbanos yuxtapuestos que generan 
múltiples espacios residuales e intersticiales no 
pensados o disfuncionales. Las intervenciones 
sectoriales –infraestructuras ferroviarias, 
autovías, puentes, túneles, aparcamientos, 
corredores- además de la producción urbana 
no articulada genera multiplicidad de espacios 
sin usos. 
Relevancia: Todos esos espacios son 
recursos urbanos susceptibles de ser dispuestos 
por y para la comunidad, albergando nuevos 
usos y programas urbanos, infraestructuras y 
espacios productivos. La inclusión de 
programas específicos en dichos espacios 
contribuye a su conectividad, a su 
aprovechamiento común y a la mejora de la 
seguridad colectiva.  
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU07. 
Aceptación del propietario –en caso de ser de 
titularidad privada-. Estudio de las actividades 
planteadas. Estudio de seguridad. Estudio 
técnico. Estudio de impacto ambiental –
acústico, visual, etc.-. Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. El derecho de 
propiedad privada particular –no 
administración- prevalece por lo que si el 
propietario desea cancelar el proyecto debe 
esperar al informe anual correspondiente para 
comunicarlo. y hacerlo efectivo. En el caso de 
cancelación por el propietario –o de abandono 
por el titular- los derechos pasan a la reserva 
DCU07. El titular puede transferir sus derechos 
a otras personas físicas previa comunicación a la 
Reserva y actualización de valor de los mismos. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  12 €/ m ² año 
Período Derecho: 28 años –prorrogable-.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 
 

 
 
Definición: Inclusión de una o varias 
comunidades en la cogestión de un espacio. 
Justificación:  La especialización de trabajo en 
las fases de diseño, gestión y uso unido a la falta 
de mediación, facilitación y articulación provoca 
disfuncionalidades en la gestión de espacios y 
en la relevancia y pertinencia de acciones para 
las comunidades de práctica. Asimismo la 
merma de las capacidades materiales y humanas 
de gestión en los espacios, la  gestión alejada de 
la realidad y el uso abusivo del voluntariado 
hace que la gestión espacial sea insuficiente, 
poco inclusiva y burocratizada. 
Relevancia:  
El simple hecho de involucrar a los beneficiarios 
o afectados directos en la gestión de distintos 
espacios hace que se pueda enriquecer el 
funcionamiento de los mismos al incorporar a la 
comunidad de uso en la cogestión de sus 
espacios de referencia, generando 
comunidades de cogestión –residencial, 
productiva, comercial, educativa, sanitaria, 
recreativa, lúdica..-. 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU08. 
Aceptación por parte de la comunidad de 
propietarios –en caso de ser de titularidad 
privada- y por la gerencia competente existente. 
Estudio de las actividades planteadas y 
beneficios supuestos. Estudio técnico. 
Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. El derecho de 
propiedad privada particular –no 
administración-, así como el de la gerencia 
competente existente prevalece por lo que si el 
propietario y/o gerente desea cancelar el 
proyecto debe esperar al informe anual 
correspondiente para comunicarlo y hacerlo 
efectivo. En el caso de cancelación por el 
propietario o gerente –o de abandono por el 
titular- los derechos pasan a la reserva DCU08. 
El titular puede transferir sus derechos a otras 
personas físicas previa comunicación a la 
Reserva y actualización de valor de los mismos. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  4 €/ m ² año 
Período Derecho: 16 años –prorrogable-.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración- y/o 
gerente. 

 
 
Definición: Creación y gestión de espacios 
específicos para el reciclaje de productos y 
residuos urbanos, así como la mejora del 
metabolismo urbano –flujos, transportes, 
insumos alimentación, agua y energía- e 
implementar mecanismos de resiliencia urbana. 
Justificación:  Las ciudades son enormes 
productores de residuos de todo tipo: residuos 
sólidos urbanos, emisiones gaseosas e 
incineraciones, contaminación de acuíferos, ríos 
y litorales, etc. Dichos residuos poseen múltiples 
externalidades como la necesidad de espacio 
de almacenaje, la energía para su transformación 
y transporte, la contaminación del medio 
ambiente, el agotamiento de los recursos 
naturales, el impacto sobre la salud pública, la 
pérdida de biodiversidad, etc. 
Relevancia: Por todo ello es muy necesario la 
creación, gestión y distribución de una red de 
espacios de reciclaje, resiliencia y metabolismo 
urbano que transformen los flujos urbanos –
residuos, emisiones, trasporte, agua, energía, 
alimentación…- en subproductos útiles con 
menor impacto sobre nuestro medio. Desde el 
compostaje de los residuos orgánicos de 
parques, calles, espacios públicos, viviendas y 
comercios hasta el reciclaje y reuso de 
materiales de desecho, recuperación y arreglo 
tecnológico, puntos de reparación y recogida, 
reutilización de agua y energía, gestión de 
basura, minimización de residuos, recogida 
selectiva, recolección urbana, etc. 
Obtención Derechos: Presentación de 
proyecto a la reserva de derechos DCU09. 
Aceptación por parte de la comunidad de 
propietarios –en caso de ser de titularidad 
privada- y por la gerencia competente existente. 
Estudio de las actividades planteadas. Estudio 
de seguridad. Estudio técnico. Estudio de 
impacto ambiental y beneficios supuestos. 
Aprobación de proyecto. 
Titular Derechos: Persona (s) designada (s) 
en el proyecto aprobado. El derecho de 
propiedad privada particular existente –no 
administración-, prevalece por lo que si el 
propietario desea cancelar el proyecto debe 
esperar al informe anual correspondiente para 
comunicarlo y hacerlo efectivo. En el caso de 
cancelación por el propietario o gerente –o de 
abandono por el titular- los derechos pasan a la 
reserva DCU09. El titular puede transferir sus 
derechos a otras personas físicas previa 
comunicación a la Reserva y actualización de 
valor de los mismos. 
Unidad de Cálculo: m ² 
Cuantía Derecho:  24 €/ m ² año 
Período Derecho: 36 años –prorrogable-.  
Revisión: Anual. Informe bipartito –titulares 
derechos y auditoría-. Aprobación propiedad 
privada particular –no administración-. 
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Reserva DCU 
 
Objeto: La Reserva DCU es el órgano 
competente que gestiona, tramita, concede y 
sanciona la obtención y usufructo de los 
derechos DCU. Es el órgano que vehicula la 
política de Derechos de Cuidado Urbano que 
cada municipio plantea. La Reserva DCU será la 
encargada de habilitar las partidas 
presupuestarias definidas por cada corporación 
municipal, encajarlas en su articulación territorial, 
transferirlas a los titulares y supervisar la 
ejecución del cuidado urbano, el abono de los 
DCU, la incorporación de nuevos proyectos, la 
actualización y supresión de los DCU. La Reserva 
DCU dependerá de cada ayuntamiento y área 
de urbanismo, territorio o hábitat urbano. 
 
Competencias:  
1) Determinación territorial anual del 
presupuestos destinado a DCU -ciudad, distrito, 
barrio…- 
2) Priorización anual del presupuesto 
establecido por tipo DCU (01...09) 
3) Actualización anual de la reserva anual -
aumentos y mermas de masa DCU- 
4) Actualización, control e imposición de 
importes económicos de los DCU 
5) Aprobación, modificación, revisión, rechazo  y 
anulación de Proyectos DCU 
6) Registro actualizado de titulares DCU con los 
datos necesarios para el correcto 
funcionamiento del sistema. 
7) Recepción y solicitud de memorias de 
actividad anuales. Inspección y monitorización. 
8) Auditorías anuales de los Proyectos para 
continuidad, ampliación, reducción o 
revocación DCU. 
9) Oficina Antifraude DCU. Capacidad 
sancionadora. Reducción, devolución y/o cese 
Proyecto DCU 
10) Plan de Integración de Proyectos DCU, guías 
para réplica e integración en política públicas 
11) Arbitraje y mediación con propietarios y 
afectados de espacios incluidos en Proyectos 
DCU 
12) Elaboración de manuales de buenas 
prácticas, recomendaciones e información DCU 
que pueda ser referencial o vinculante –
condicionalidad de los DCU- 
13) Desarrollo, mantenimiento y actualización 
de una plataforma de visibilización, 
monitorización y acceso a experiencias para 
verificar su efectividad, reorientar, detectar, 
compartir y hacer accesibles sus aportaciones. 
 
Funcionamiento:  
La reserva DCU estará dirigida y gestionada por 
una comisión permanente específica -que se 
definirá de forma concreta por cada territorio y 

corporación- que acometerá todas las labores 
propias encomendadas. Dicha comisión 
permanente estará compuesta por al menos: 
- Concejal de Urbanismo o persona en quien 
delegue. 
- Representante servicios técnicos municipales 
área urbanismo 
- Representante servicios técnicos municipales 
área economía y hacienda 
- Representante servicios jurídicos municipales 
- Representante político de cada distrito. 
- Representante de los titulares DCU elegido 
democráticamente con carácter rotatorio. 
- Otros agentes –patrimonio, cultura, 
medioambiente…-  
Esta comisión establecerá, además, dos 
reuniones ordinarias anuales y las convocatorias 
extraordinarias que considere necesarias para el 
buen funcionamiento del sistema. A dichas 
reuniones estarán convocadas, además de las 
integrantes en la comisión permanente lo, los 
siguientes agentes: 
- Vocales de cada tipo DCU, elegidos de forma 
democrática entre los adjudicatarios y titulares 
de derechos en cada categoría. 
- Otros agentes específicos definidos en cada 
caso. 
 
Registro DCU:   
El registro actualizado de los titulares DCU 
contará con los siguientes datos: 
- Nombre del titular de los derechos –sólo 
podrá ser persona física- 
- NIF, dirección y contacto titular 
- Tipo de derechos DCU en vigor 
- Cuantía y valor de los derechos DCU 
- Distrito o territorio en el que se encuentran 
inscritos los DCU 
- Fecha de constitución de cada derecho 
- Origen de los DCU y situación actual del 
mismo 
 
Rendición de cuentas y Transparencia: 
Cada Reserva DCU estará obligada a una serie 
de acciones en aras de la transparencia, la 
rendición de cuentas, la mediación y la buena 
praxis de la misma, evitando la discrecionalidad, 
la opacidad, la corrupción o el fraude. Entre las 
medidas previstas se encuentran: 
- Publicación  de las convocatorias DCU en 
espacios de dominio público, con listados 
provisionales y definitivos y subsanación de 
errores o faltas. 
- Publicación de proyectos adjudicados y 
titulares DCU junto con las actas, la baremación 
técnica y administrativa y la potestad de recurso.. 
- Libre acceso a la BB.DD de los titulares DCU 
para consulta de todos los datos de la misma de 
forma actualizada y libre. 
- Publicación anual de las memorias anuales e 
informes de auditoría de todos los titulares de 
derechos y sus proyectos asociados. 
- Buzón de sugerencias, quejas y mala praxis 
anónimo para investigación de posibles fraudes 
o falsedades. 
- Reunión bienal de Reservas DCU. A esta 
reunión asistirán todas las Reservas DCU 
existentes –de cada municipio- en un lugar 
seleccionada para tratar temas conjuntamente, 
mejorar los sistemas, establecer alianzas, 
compartir referencias y buenas prácticas, etc. 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


